
RAD 2020-0715 
 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 
Procede el Despacho a proferir la decisión de que trata el artículo 440 del 
Código General del Proceso, dentro del presente ejecutivo.  
 
Previa presentación de demanda ejecutiva se procedió por parte de este 
Despacho a librar mandamiento de pago a favor de BANCO FALABELLA 
S.A., en contra de GIOVANNY GUILLERMO BENAVIDEZ CAIT, por las 
cantidades señaladas en el auto del 19 de octubre de 2020, y su adición y 
corrección 28 de mayo y 13 de octubre de 2021, respectivamente.   
 

El extremo demandado se notificó de la orden de apremio librada en su 
contra en los términos del artículo 8° del Decreto 806 de 2020, quien dentro 
de la oportunidad procesal concedida guardo silencio.    
 

Así las cosas, como quiera que en el presente asunto no se propuso medio 
exceptivo alguno, debe darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 440 
del Código General del Proceso, que establece que ante tal presupuesto se 
procederá a dictar auto ordenando seguir adelante con la ejecución y las 
demás determinaciones consecuentes, toda vez que encuentra el 
Despacho que el mandamiento de pago se ajusta a derecho y no observa 
causal de nulidad que invalide lo actuado.  
 
Por lo expuesto, el Despacho,  
  
RESUELVE 
 
1. Ordenar seguir adelante la ejecución, en los términos indicados en el 
mandamiento de pago.  

 
2. Decretar el avalúo y remate de los bienes embargados y secuestrados y 
de aquellos que en el futuro fueran objeto de medidas, para que con su 
producto se pague el crédito y las costas con sujeción a la prelación 
establecida en la Ley.   
 
3. Ordenar que se practique la liquidación del crédito en la forma prevista 
en el artículo 446 del Código General del Proceso.  
 
4. Condenar en costas a la parte ejecutada. Por secretaría elabórese la 
liquidación de costas e inclúyanse como agencias en derecho la suma de 
$ 1.500.000.oo.   
 
5. En firme este proveído, remítase el expediente a la Oficina de Ejecución 
Civil, para el correspondiente reparto de los Juzgados de Ejecución Civil, 



conforme lo dispuesto en el artículo 14 del Acuerdo PSAA13-9984 del 
Consejo Superior de la Judicatura –Sala Administrativa.                              
          
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez  
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2020-0763 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Teniendo en cuenta la solicitud efectuada por el apoderado de la parte 
actora, en caso de existir, hágase entrega a la parte actora de los dineros 
consignados que se encuentren a órdenes de este Despacho y a favor del 
proceso de la referencia, hasta el monto de las liquidaciones aprobadas en 
este asunto. Déjense las constancias del caso.  
 
Secretaria proceda de conformidad.  
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

L.B 

 

 

 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2020-0865 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
De conformidad con los requisitos establecidos en el artículo 75 del Código 
General del Proceso, se acepta la sustitución de poder que hace la 
abogada MARTHA ISABEL MOLANO ACOSTA, al Dr. CARLOS ADOLFO 
BENAVIDES BLANCO, conforme las mismas facultades previstas en el poder 
inicialmente otorgado.   
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

L.B 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2020-0883 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
    

 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Teniendo en cuenta la solicitud efectuada por el apoderado de la parte 
actora, en caso de existir, hágase entrega a la parte actora de los dineros 
consignados que se encuentren a órdenes de este Despacho y a favor del 
proceso de la referencia, hasta el monto de las liquidaciones aprobadas en 
este asunto. Déjense las constancias del caso.  
 
Secretaria proceda de conformidad.  
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

L.B 

 

 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 















Maria Antonia Ciro Patino



























































































































TRIBUNAL ARBITRAL DE FONDO PARA LA REHABILITACIÓN, INVERSIÓN SOCIAL Y LUCHA CONTRA EL 
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TRIBUNAL ARBITRAL DE FONDO PARA LA REHABILITACIÓN, INVERSIÓN SOCIAL Y LUCHA CONTRA 
EL CRIMEN ORGANIZADO (FRISCO) representado por la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES S.A.S 

- SAE S.A.S. 
 

Vs. 
 

CENCOSUD COLOMBIA S.A. 
 
 

ACTA No 19 
 

 
El treinta (30) de julio de dos mil veintiuno (2021) a las 11:00 a.m., se reunieron los doctores JOSÉ 
ARMANDO BONIVENTO JIMÉNEZ, Presidente, MAURICIO RICARDO CHAVES FARIAS y HERNANDO 
ANDRÉS OTERO GARZÓN, integrantes del Tribunal Arbitral conformado para dirimir las diferencias 
surgidas entre el FONDO PARA LA REHABILITACIÓN, INVERSIÓN SOCIAL Y LUCHA CONTRA EL 
CRIMEN ORGANIZADO (FRISCO) representado por la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES S.A.S - 
SAE S.A.S., como parte convocante, y la sociedad CENCOSUD COLOMBIA S.A., como parte 
convocada. En calidad de secretaria asistió VERÓNICA ROMERO CHACÍN. 
 
Por las Partes se hicieron presentes: 
 
Parte Convocante: el doctor ANDRÉS FELIPE CABALLERO CHÁVES, en calidad de apoderado judicial 
reconocido. 
 
Parte Convocada: la doctora ANA MARÍA MANTILLA, en calidad de Representante legal de 
Cencosud, KAREN RODRÍGUEZ Gerente legal de Cencosud y la doctora MARÍA LUCÍA POSADA 
ISAACS, en calidad de apoderada judicial reconocida. 
 
Por el Ministerio Público, se hizo presente el doctor WILLIAM CRUZ ROJAS, Procurador Judicial II, 
Procuraduría 142 Judicial II Conciliación Administrativa de Bogotá. 
 
La audiencia se celebró por medios electrónicos, conforme lo autoriza el inciso 3 del artículo 23 de 
la Ley 1563 de 20121 y el Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 
A continuación, la secretaria del Tribunal presenta el siguiente, 
 
 
 
 
 

 
1 “Los árbitros, las partes y los demás intervinientes podrán participar en las audiencias a través de videoconferencia, 
teleconferencia o por cualquier otro medio técnico, bajo la dirección del tribunal arbitral.” 
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INFORME SECRETARIAL 
 
El término de duración del proceso es de ocho (8) meses contados a partir de la finalización de la 
Primera Audiencia de Trámite, la cual tuvo lugar el diez (10) de febrero de dos mil veintiuno (2021).  
 
Las partes suspendieron el trámite arbitral en dos oportunidades:  
 
(i) entre el veinticinco (25) de marzo y el treinta (30) de abril del año dos mil veintiuno (2021), ambas 
fechas inclusive, y (ii) entre el doce (12) de mayo de dos mil veintiuno (2021) y el catorce (14) de 
junio de dos mil veintiuno (2021), ambas fechas inclusive, para un total de cuarenta y seis (46) días 
hábiles de suspensión, los cuales, de conformidad con lo ordenado por el artículo 11 de la Ley 1563 
de 2012, deben agregarse -con ese carácter de días hábiles- al término de duración del proceso.  

 
En consecuencia, el término de duración del proceso vencería el diecisiete (17) de diciembre de dos 
mil veintiuno (2021), por lo que la expedición del Laudo es oportuna y se hace dentro del término 
consagrado en la ley. 
 
Hasta aquí el informe secretarial. 
 

AUDIENCIA DE LECTURA DE LAUDO 
 

1. A continuación, siendo esta la oportunidad prevista para proferir el Laudo que pone fin al 
proceso, se deja constancia que el mismo se emite dentro del término legal, conforme al 
informe del término del proceso que antecede. 

 
2. El texto del Laudo, en 67 folios -incluida la “Tabla de contenido”-, hace parte integrante de la 

presente acta. 
 
3. A continuación, con fundamento en el artículo 33 de la Ley 1563 de 2012, el señor Presidente 

del Tribunal solicitó a la Secretaria dar lectura a la parte resolutiva del Laudo que pone fin a 
este proceso arbitral, el cual se pronuncia en derecho. 

 
4. El Laudo fue notificado en audiencia y conforme al artículo 23 de la Ley 1563 de 2012 y el 

Decreto Legislativo 806 de 2020, antes del cierre de la misma les fue enviada la respectiva copia 
de la referida providencia, en versión de PDF, con la firma de los árbitros y de la secretaria a los 
correos electrónicos de los apoderados de las partes y al Representante del Ministerio Público, 
quienes, en audiencia, acusaron recibo del Laudo. 

 
Agotado el objeto de la presente audiencia, se declara terminada. 
 

 
Participó por medios electrónicos 

JOSÉ ARMANDO BONIVENTO JIMÉNEZ 
Árbitro Presidente 
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Participó por medios electrónicos 
MAURICIO RICARDO CHAVES FARIAS 

Árbitro 
 
 

Participó por medios electrónicos 
HERNANDO ANDRÉS OTERO GARZÓN 

Árbitro 
 
 

    
 
Participó por medios electrónicos               Participó por medios electrónicos 
ANDRÉS FELIPE CABALLERO CHÁVES                MARÍA LUCÍA POSADA ISAACS 
Apoderado parte Convocante                Apoderada parte Convocada 
 
                 
 
 
Participó por medios electrónicos                Participó por medios electrónicos  
ANA MARÍA MANTILLA                  KAREN RODRÍGUEZ 
Representante Legal Cencosud                     Gerente Legal Cencosud       
 
 
 
 
Participó por medios electrónicos                 Participó por medios electrónicos 
WILLIAM CRUZ ROJAS                   VERÓNICA ROMERO CHACÍN 
Ministerio Público                   Secretaría 
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TRIBUNAL ARBITRAL DE FONDO PARA LA REHABILITACIÓN, INVERSIÓN SOCIAL Y LUCHA CONTRA 
EL CRIMEN ORGANIZADO (FRISCO) representado por la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES S.A.S 

- SAE S.A.S. 
 

Vs. 
 

CENCOSUD COLOMBIA S.A. 
 
 

ACTA No 21 
 
 

El veinticinco (25) de agosto de dos mil veintiuno (2021), a las 11:30 a.m., se reunieron los doctores 
JOSÉ ARMANDO BONIVENTO JIMÉNEZ, Presidente, MAURICIO RICARDO CHAVES FARIAS y 
HERNANDO ANDRÉS OTERO GARZÓN, integrantes del Tribunal Arbitral conformado para dirimir las 
diferencias surgidas entre el FONDO PARA LA REHABILITACIÓN, INVERSIÓN SOCIAL Y LUCHA 
CONTRA EL CRIMEN ORGANIZADO (FRISCO) representado por la SOCIEDAD DE ACTIVOS 
ESPECIALES S.A.S - SAE S.A.S., como parte convocante, y la sociedad CENCOSUD COLOMBIA S.A., 
como parte convocada. En calidad de secretaria asistió VERÓNICA ROMERO CHACÍN. 
 
Por las Partes se hicieron presentes: 
 
Parte Convocante: el doctor ANDRÉS FELIPE CABALLERO CHÁVES, en calidad de apoderado judicial 
reconocido. 
 
Parte Convocada: la doctora MARÍA LUCÍA POSADA ISAACS, en calidad de apoderada judicial 
reconocida. 
 
Por el Ministerio Público, se hizo presente el doctor WILLIAM CRUZ ROJAS, Procurador Judicial II, 
Procuraduría 142 Judicial II Conciliación Administrativa de Bogotá. 
 
La audiencia se celebró por medios electrónicos, conforme lo autoriza el inciso 3 del artículo 23 de 
la Ley 1563 de 20121 y el Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 
A continuación, la secretaria del Tribunal presenta el siguiente, 
 

 
INFORME SECRETARIAL 

 
1. El día treinta (30) de julio de dos mil veintiuno (2021), en audiencia fue notificado el Laudo 

Arbitral que resuelve las diferencias entre las partes. En la audiencia, la secretaria remitió 
dicho documento a las partes y al señor agente del Ministerio Público. 

 
1 “Los árbitros, las partes y los demás intervinientes podrán participar en las audiencias a través de 
videoconferencia, teleconferencia o por cualquier otro medio técnico, bajo la dirección del tribunal arbitral”. 
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2. El seis (6) de agosto de dos mil veintiuno (2021), y dentro del término legal, fue presentado 

escrito de solicitud de aclaración y adición del Laudo por la apoderada de la parte 
Convocada. Dicha comunicación fue remitida con copia a la parte Convocante y al 
representante del Ministerio Público. 
 
Por la parte Convocante, no se recibieron solicitudes de adición, aclaración o corrección del 
Laudo. 
 

3. El veintitrés (23) de agosto de dos mil veintiuno (2021), fue enviado por el Centro de 
Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá a la Secretaria del Tribunal, 
derecho de petición, mediante el cual el doctor CARLOS DANIEL VERA VARGAS, solicitó al 
Centro: “de la manera más comedida, me dirijo ante ustedes a fin de solicitar copia del Laudo 
Arbitral, del proceso “TRIBUNAL ARBITRAL DE FONDO PARA LA REHABILITACIÓN, INVERSIÓN 
SOCIAL Y LUCHA CONTRA EL CRIMEN ORGANIZADO (FRISCO) representado por la SOCIEDAD 
DE ACTIVOS ESPECIALES S.A.S - SAE S.A.S. Vs. CENCOSUD COLOMBIA S.A.”, No. 123317, 
proferido en julio/agosto del año en curso, ello en ejercicio y en garantía de los derechos 
fundamentales de acceso y el deber de colaborar con la administración de justicia y de 
transparencia”. 
 
Por secretaría se remitirá al CAC , para lo de su cargo, copia del Laudo y de la providencia 
que en la audiencia del día hoy (25 de agosto de 2021) profiere el Tribunal en relación con 
la solicitud de aclaración y adición de que da cuenta el numeral 2. del presente informe. 
 

4. El término de duración del proceso es de ocho (8) meses contados a partir de la finalización 
de la Primera Audiencia de Trámite, la cual tuvo lugar el diez (10) de febrero de dos mil 
veintiuno (2021).  

 
Las partes suspendieron el trámite arbitral en dos oportunidades:  
 
(i) entre el veinticinco (25) de marzo y el treinta (30) de abril del año dos mil veintiuno 
(2021), ambas fechas inclusive, y (ii) entre el doce (12) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
y el catorce (14) de junio de dos mil veintiuno (2021), ambas fechas inclusive, para un total 
de cuarenta y seis (46) días hábiles de suspensión, los cuales, de conformidad con lo 
ordenado por el artículo 11 de la Ley 1563 de 2012, deben agregarse -con ese carácter de 
días hábiles- al término de duración del proceso.  

 
En consecuencia, el término de duración del proceso vencería el diecisiete (17) de diciembre 
de dos mil veintiuno (2021). 
 

Hasta aquí el informe secretarial. 
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Procede el Tribunal a resolver la solicitud de aclaración y adición del Laudo presentada por la Parte 
Convocada. En consecuencia, profiere el siguiente: 
 
 

AUTO No 26 
 
 

1. Marco conceptual aplicable en materia de aclaraciones, correcciones y adiciones de laudos 
arbitrales.  

  
 
El artículo 39 de la Ley 1563 de 2012 dispone:  
 
  

“Artículo 39. Aclaración, corrección y adición del laudo. Dentro de los cinco (5) días 
siguientes a su notificación, el laudo podrá ser aclarado, corregido y complementado de 
oficio; asimismo, podrá serlo a solicitud de parte, formulada dentro del mismo término”.  

  
Como quiera que la norma citada no precisa el alcance de los conceptos de aclaración, corrección o 
complementación, considera el Tribunal, conforme se acepta generalmente en la justicia arbitral, 
que tales conceptos deben ser entendidos y aplicados teniendo en cuenta las disposiciones 
generales sobre procedimiento civil, hoy reguladas en el Código General del Proceso (artículos 285 
a 287), en términos por demás semejantes a los consignados en el estatuto anterior (CPC, artículos 
309 a 311), por lo que las referencias jurisprudenciales de la época anterior conservan vigor.  
  
Así las cosas, en relación con la aclaración, el primer inciso del artículo 285 del Código General del 
Proceso dispone:  
  
 

“Artículo 285. Aclaración. La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la 
pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud de parte, cuando 
contenga conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén 
contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan en ella”.  

  
La posibilidad de aclaración de providencias judiciales que permite la ley tiene lugar, con alcance 
ciertamente restrictivo, respecto de aquellos pasajes de las mismas contenidos en la parte 
resolutiva, o que estando en la parte motiva influyan en ella, siempre que originen o comporten 
verdaderos motivos de duda. La aclaración, se ha dicho con razón, no tiene como propósito ni 
reabrir el debate, ni justificar la determinación adoptada por el juzgador, ni rebatir o ampliar los 
argumentos que tuvo en consideración para adoptar la decisión correspondiente; y, por supuesto, 
mucho menos procede en procura de que se reforme la decisión. 
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Al respecto, ha dicho la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia (sentencia del 24 de junio de 1992):  
  

“Al precisar la doctrina y la jurisprudencia los alcances del remedio de la aclaración de los 
fallos, ha insistido que los conceptos o frases que le abren paso a dicho correctivo, ‘no son 
los que surjan de las dudas que las partes aleguen acerca de la oportunidad, veracidad o 
legalidad de las afirmaciones del sentenciador; sino aquellos provenientes de redacción 
ininteligible o del alcance de un concepto o de una frase en concordancia con la parte 
resolutiva del fallo’”.   

  
En palabras del Consejo de Estado: 
 

“La aclaración de la sentencia no puede pedirse, entonces, por razones diferentes a las 
indicadas expresamente en el artículo 309 del CPC. Por esta vía, tampoco puede obtenerse 
la reforma de la sentencia o la modificación del criterio que el juez adoptó en el fallo, ni 
pueden introducirse nuevas pretensiones o reabrirse la etapa probatoria2. En definitiva, la 
aclaración de los fallos judiciales es excepcional, solo procede respecto de conceptos o frases 
oscuras en la parte resolutiva de la sentencia o, si tal oscuridad se encuentra en la parte 
motiva, la aclaración solo resulta procedente cuando tales imprecisiones conllevan un manto 
de duda en el contenido de la parte decisoria de la providencia judicial3”4. 

 
De otro lado, en cuanto a la hipótesis de adición, el artículo 287 del Código de General del Proceso 
dispone:   
  

“Cuando la sentencia omita resolver sobre cualquiera de los extremos de la litis o sobre 
cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía ser objeto de pronunciamiento, 
deberá adicionarse por medio de sentencia complementaria, dentro de la ejecutoria, de 
oficio o a solicitud de parte presentada en la misma oportunidad”.  
 
 

 
2 Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A. Auto del 31 de enero de 2019. Exp. 57.897. C.P: Marta 
Nubia Velásquez Rico: “Significa lo anterior, que la aclaración no procede por razones diferentes a las 
taxativamente indicadas por la norma. En el mismo orden de ideas, se advierte que la solicitud de aclaración 
no constituye un medio idóneo para obtener la reforma de la sentencia o la modificación del criterio que el 
juez adoptó en el fallo. También, se pone de presente que por la vía de la aclaración no se pueden incoar nuevas 
pretensiones o nuevas defensas, ni argüir otras circunstancias fácticas distintas de las que estuvieron 
expuestas al debate judicial”. 
3 Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia de 24 de junio de 1992, M.P. Alberto Ospina 
Botero. 
4 Consejo de Estado, Sección Tercera – Subsección A, Auto de 4 de junio de 2021, Radicación número: 25000-
23-26-000-2001-00066-01(39249)A. 
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En concordancia con lo anterior, los requisitos legales para que proceda la adición o 
complementación de la sentencia -laudo, en materia arbitral-, hoy contemplados en el referido 
artículo 287 del CGP, hacen alusión a que el juzgador omita resolver: i) sobre cualquiera de los 
extremos de la litis; o ii) sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía ser objeto 
de pronunciamiento. 
 
Sobre esta figura también se ha pronunciado, de tiempo atrás, la Sala Civil de la Corte Suprema de 
Justicia (Autos de 8 de abril de 1988 y 25 de abril de 1995):   
  

“…De la posibilidad de pedir adición de una sentencia aún pendiente de ejecutoria basta con 
apuntar que se trata de una herramienta puesta por el legislador en manos de las partes 
para suplir, en el evento en que en realidad se presenten, omisiones de pronunciamiento 
sobre cuestiones oportunamente alegadas y debatidas en el proceso, concepto este que 
abarca también ciertas materias, si se quiere accesorias -condenas preceptivas en costas o 
por perjuicios (…)-, de donde se desprende que si el juez no ha dejado de proveer acerca de 
alguno de los extremos de la litis, siendo su deber resolverlos, o no ha guardado silencio en 
relación con cualquiera de esos temas accesorios mencionados, un proveimiento adicional 
carecería por completo de sentido y de allí que, en semejantes circunstancias, la solicitud 
ordenada a obtenerlo sea manifiestamente improcedente…”.   

 
Al decir del Consejo de Estado: 
 

“Al tenor de lo dispuesto en el artículo 287 del CGP, dentro del término de ejecutoria, de 
oficio o a solicitud de parte, la sentencia es susceptible de adición cuando en aquella se 
hubiere omitido la resolución de cualquiera de los extremos de la litis o de cualquier otro 
punto que, de conformidad con la ley, debía ser objeto de pronunciamiento, facultad que por 
ningún motivo le permite al juez reabrir el debate probatorio o reformar el sentido de su 
pronunciamiento. 
 
Dicho de otro modo, la figura procesal de la adición le permite al juez modificar un fallo cifra 
[citra]petita, es decir, lo faculta para que se manifieste respecto de un tópico de la 
controversia que no fue resuelto en la providencia inicial, a través de una sentencia 
complementaria. Lo anterior, sin perjuicio de la aplicación del principio de inmutabilidad de 
la sentencia, pues al juez le está vedado introducir modificaciones al proveído bajo una 
supuesta adición, dado que solo se trata de ‘proveer adicionalmente pero sin tocar lo ya 
resuelto’5”6. 

 
 
 

 
5 LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Procedimiento Civil, Parte General, Tomo I, Dupré Editores, Bogotá, 2002, p. 
655. 
6 Consejo de Estado, Sección Tercera - Subsección A, Auto de 9 de abril de 2021, Radicación número: 11001-
03-26-000-2020-00063-01(66075)A. 
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2. La solicitud de aclaración y adición presentada por la Parte Convocada, y consideraciones del 
Tribunal para decidir sobre ella. 

  
Partiendo de lo anterior, le corresponde al Tribunal abordar y resolver la solicitud efectuada por la 
Parte Convocada. 
 
En su escrito, CENCOSUD solicita la aclaración y adición del Laudo Arbitral; concretamente, pide: 
 

“PRIMERO. Aclarar si la declaración contenida en el numeral 1.3. de la parte resolutiva del 
laudo corresponde a una declaración de oficio hecha por el Tribunal Arbitral. En su defecto, 
solicito aclarar a qué pretensión corresponde, si a la primera o a la segunda pretensión de la 
demanda reformada.  
 
SEGUNDA. Se adicione el numeral SEGUNDO de la parte resolutiva del laudo, en el sentido 
de indicar en dónde deberá realizarse el pago de las condenas impuestas en el ordinal 
PRIMERO del mismo”. 

 
2.1. La solicitud de aclaración.  

 
En relación con la primera petición -de aclaración-, la Parte Convocada afirma que “…las 
declaraciones contenidas en los numerales 1.1. y 1.3. de la parte resolutiva del laudo, resultan ser 
disposiciones contradictorias que además ofrecen verdadero motivo de duda”, y después de 
rememorar las pretensiones primera y segunda de la demanda reformada, y de traer a colación, 
según su lectura, varios pasajes de las partes motiva y resolutiva del Laudo7, manifiesta que es 
“contradictorio, y a la vez confuso, la exoneración de responsabilidad por el incumplimiento en la 
terminación, contenida en el numeral 1.1. de la parte resolutiva de laudo, toda vez que solo se 
declaró el incumplimiento en la restitución cuya condena es la incluida numeral 1.2, y al mismo 
tiempo la condena a CENCOSUD por otros conceptos no solicitados en la demanda y que, además, 
no son consecuencia de la primera pretensión”. En esa línea de argumentación, indica que “… deberá 
aclararse si el reconocimiento por el ‘indebido descuento’ contenido en el numeral 1.3. de la parte 
resolutiva del laudo -que es contradictorio con lo resuelto en el numeral 1.1- corresponde a una 
declaración de oficio del Tribunal Arbitral o en su defecto, indicar a qué pretensión de la demanda 
se le adjudica, si a la primera o a la segunda, pues no se menciona en el laudo y no es posible concluir 
a qué título se otorgó, toda vez que no fue solicitado y no deriva del incumplimiento declarado 
debiendo ser una consecuencia de este”. 
 
A juicio del Tribunal, en el Laudo proferido no hay, en su parte motiva ni en la resolutiva, frases o 
conceptos que ofrezcan verdadero motivo de duda en su expresión literal, ni se presenta la supuesta 
contradicción y confusión a que alude la Convocada en su solicitud. Una breve reseña de lo dicho 
en el Laudo confirma este aserto, como pasa a evidenciarse. 
 
En la parte motiva del Laudo se advierte con claridad lo siguiente: 
 

 
7 El Tribunal remite al texto íntegro de la petición. 
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• El Laudo afirma que “el eje central de la reclamación se ubica en las pretensiones primera y 
segunda” (página 54), las cuales, por su  evidente relación, serían consideradas en conjunto.  
 

• Señala el Laudo que “El petitum así reseñado se estructura en función de la terminación 
unilateral anticipada del Contrato manifestada por CENCOSUD … y de la restitución del Local 
que era objeto del referido Contrato, la que en el sentir de la Convocante ocurrió el 25 de febrero 
de 2020, originando responsabilidad, hasta esa fecha, en cabeza [de] la Demandada” (página 
54).  

 

• También afirma el Laudo que para el Tribunal, “la reclamación comprende los conceptos ‘de 
cláusula penal y lucro cesante resultante de los valores que se relacionan y especifican en el 
acápite del juramento estimatorio que se incluye dentro de esta demanda’, el cual es, entonces, 
necesario traer a colación para los efectos de apreciar adecuadamente el contenido y alcance 
de la reclamación”, contexto en el cual pone de presente que el referido juramento estimatorio 
involucra, sin duda para el Tribunal, “la reclamación ‘por el impago de los cánones de 
arrendamiento causados en el período comprendido entre el primero de enero de 2017 y el 24 
de febrero de 2020’” (páginas 54 y 55), como se aprecia en el cuadro que para el efecto se 
incorpora en el propio juramento estimatorio.   

 

• Previamente el Laudo, en forma coherente con la estructura y contenido de la reclamación, se 
ocupa del examen de “3.6. Lo probado en el proceso en materia de terminación del contrato. 
Conclusiones sobre el incumplimiento imputado en la demanda por la terminación unilateral del 
Contrato” y de “3.7. Lo probado en el proceso en materia de restitución del inmueble arrendado. 
Conclusiones sobre el incumplimiento imputado en esa materia”. Indica la providencia, respecto 
de lo primero”, que “la inexorable conclusión del Tribunal es que la terminación unilateral del 
Contrato por parte de CENCOSUD, al amparo de la previsión consagrada en el numeral 18.1.2. 
de la cláusula décima octava del Contrato, fue justificada, al tener basamento en el 
incumplimiento incurrido y no subsanado por la SAE respecto de su obligación, en la posición de 
arrendador, de pagar las cuotas extraordinarias de administración de la copropiedad de la que 
formaban parte los inmuebles que integraban el local comercial arrendado, situación fáctica y 
jurídica que ciertamente configuraba la causal de extinción del vínculo acordada en la 
estipulación referida” (páginas 47 y 48). Y en relación con lo segundo, expresa el Laudo que “a 
juicio del Tribunal la responsabilidad de CENCOSUD en materia de demora en la restitución de 
la cosa arrendada se circunscribe a un espectro temporal de 2 meses -desde octubre 24 hasta 
diciembre 24, según la referenciación de fechas ya efectuada-, que se traduce en el 
reconocimiento, a título indemnizatorio, del valor equivalente a dos meses del ‘Canon Mínimo 
Garantizado’ vigente para 20198, vale decir la suma de $436’780.1929” (página 52).   
 

 
8 La utilización del equivalente no desnaturaliza la precisión según la cual para la época en cuestión -octubre 
24 a diciembre 24 de 2019- el Contrato ya había terminado, de modo que no se adeudan, propiamente, 
cánones de arrendamiento de ese lapso, sino el perjuicio causado por la responsabilidad incurrida en relación 
con la obligación restitutoria, tasado con base en la equivalencia mencionada. 
9 Se toma como canon mensual vigente para 2019 la suma de $218’390.096, según lo señalado en el juramento 
estimatorio efectuado por la SAE en el escrito de subsanación de la demanda.  
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• El Laudo explícitamente destaca en su parte considerativa, “en el marco general de los sucesos 
vinculados a la terminación del Contrato y la restitución del inmueble” (la negrilla es del 
Tribunal), la comunicación LEG-1817-20 emitida por CENCOSUD el 9 de marzo de 2020 radicada 
en la SAE con el código CE2020-007057,  traída al proceso por la Parte Convocante desde su 
demanda inicial10, en la que la sociedad emisora hace un recuento de varias consideraciones 
atinentes a los referidos sucesos y envía el título de la consignación bancaria que, según su 
dicho,  corresponde a cánones de arrendamiento “desde enero de 2017 hasta agosto de 2019”, 
con la advertencia de haber efectuado un descuento al hacer efectiva la cláusula penal pactada 
en el Contrato. Y puntualiza el Laudo, precisamente por tratarse de “sucesos vinculados a la 
terminación del Contrato y la restitución del inmueble”, que debía el Tribunal, “al hacer el 
pronunciamiento específico sobre las pretensiones de la demanda, examinar este tópico 
particular de la relación negocial, concretamente para establecer la procedencia o no del 
descuento efectuado, de cara al impacto que tal actuación pudiera tener en materia de pago de 
cánones de arrendamiento comprendidos dentro de la vigencia del Contrato” (páginas 52 y 53). 

 
Entonces, para el Tribunal es claro, con base en la apreciación comprensiva del contenido y 
alcance de las pretensiones de la demanda reformada -sin perder de vista la reconocida facultad 
de interpretarla, si es que ello se considerara necesario-, que lo ocurrido alrededor de la 
consignación bancaria recién rememorada forma parte de los “sucesos vinculados a la 
terminación del Contrato y la restitución del inmueble”, en un espectro en el que, conforme a lo 
dicho, es inocultable que la reclamación arbitral incluía lo relativo al pago de los cánones 
durante la vigencia del Contrato desde el 1º de enero de 2017, amén de los reclamados por la 
demora misma en la restitución, según la formulación propuesta por la SAE.  

 

• En el Laudo pone de presente el Tribunal que “al momento de la terminación del Contrato, que 
se hizo efectiva desde principios de septiembre de 2019, si bien es cierto que, como ya se dijo, 
no había mora de CENCOSUD en relación con la obligación de pago de los cánones de 
arrendamiento causados desde enero de 2017 hasta agosto de 2019, también lo es que dicha 
obligación existía y conservaba vigencia, desde luego mientras no hubiese pago o mediara otra 
causal de extinción -que de hecho no se verificó-, ante lo cual tiene relevancia el hecho 
indiscutido según el cual CENCOSUD consignó en el Banco Agrario, el 4 de marzo de 2020, a 
órdenes de la SAE, la suma de $4.628.210.990, con destino al pago de los cánones adeudados, 
cuyo monto ascendía -según la liquidación de CENCOSUD- a $6.888.067.640, bajo su 
entendimiento unilateral de que la diferencia, en cuantía de $2.259.886.650, se cubría haciendo 
efectiva la cláusula penal convenida en la estipulación décima sexta del Contrato, por el valor 
recién anotado, que descontó al momento de hacer el depósito bancario reseñado” (página 56).  
 

• Y el Laudo, en la misma parte motiva de que se viene hablando, recoge el examen jurídico de la 
señalada cuestión indicando que el Tribunal “considera que el descuento efectuado 
unilateralmente por CENCOSUD deviene jurídicamente improcedente, pues no resulta de recibo 
haber hecho efectiva una cláusula penal que estaba convenida para hipótesis de incumplimiento 
de obligaciones ‘diferentes de las dinerarias’…”, de modo que “procede ordenar en cabeza de 

 
10 Expediente Digital. Cuaderno de Pruebas, Sub carpeta, Pruebas Virtuales aportadas con la Demanda. 
Documento denominado: Escrito con radicado CS2020-007057 del 10 de marzo de 2020. Folios 208 y 209. 
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CENCOSUD el pago de la suma indebidamente descontada, en cuantía de $2.259’886.650, que 
corresponde a cánones de arrendamiento no cancelados efectivamente, concepto comprendido 
-como ya se vio- en el marco de las pretensiones de la demanda instaurada por la SAE y del 
juramento estimatorio vinculado a ellas, con independencia de la catalogación jurídica que se 
haga de dicho concepto, lo que en ningún caso desdice de la determinación del contenido 
material de la reclamación, la misma que en el asunto sub-lite incluye lo relativo al pago 
completo de los cánones de arrendamiento, afectado por el improcedente descuento realizado” 
(páginas 56 y 57; lo resaltado es del Tribunal).  
 
El propio Laudo, en el propósito de destacar el contenido material de la reclamación arbitral, 
indica: “En este sentido, advierte el Tribunal que la demanda utiliza, en la formulación de los 
reclamos incorporados en las pretensiones, las expresiones ‘cláusula penal y lucro cesante’, con 
mención, en el ordinal séptimo del capítulo de los hechos, del pacto de la cláusula penal para el 
caso de incumplimiento de obligaciones diferentes a las dinerarias, y con referencia explícita al 
punto en el alegato de conclusión en acápite rotulado ‘2.2.2. Descuento y compensación de la 
cláusula penal a pesar de no existir incumplimiento de obligaciones diferente a las dinerarias’” 
(página 57), a lo que cabría agregar que tanto en la contestación de la demanda, como en el 
alegato de conclusión de la Parte Convocada, se hace alusión a la posición de CENCOSUD en el 
sentido de cuestionar los cálculos de la SAE consignados en el juramento estimatorio por omitir 
el descuento del valor de la cláusula penal que considera “impuesta válidamente”11. De ahí que 
el Tribunal no comparta la apreciación de la Parte Convocada cuando en el numeral 3.18. de su 
memorial sugiere que se considera que el punto en cuestión forma parte del debate en razón 
de haberse incluido en el resumen escrito de los alegatos de la SAE, como tampoco comparte, 
por supuesto, el planteamiento de violación del debido proceso que menciona CENCOSUD en el 
citado numeral12.  
 
Para el Tribunal, la existencia o no de cánones impagados, cuestión propuesta en el juramento 
estimatorio a su vez incorporado en la pretensión segunda de la demanda reformada, formaba 
parte de la controversia, y es evidente que se trata de un tópico afectado por el descuento 
realizado al amparo de una cláusula penal que no permitía realizarlo, sin perder de vista -vale 
reiterar- que el referido descuento se efectúa, como ya se dijo, en el marco general de los 

 
11 En la contestación de la demanda CENCOSUD, entre las excepciones formuladas, incluye la de “4. 
Inexistencia de saldos a favor de SAE. Inexistencia de lucro cesante”. Y en el alegato de conclusión, al referirse 
a la “Inexistencia de lucro cesante”, alude a que por la omisión de SAE, tuvo que pagar los cánones mediante 
depósito judicial; e indica que “las sumas que solicita la demandante ya fueron pagadas”, argumentando que 
la Parte Demandante, en sus cálculos, omitió descontar el valor de la cláusula penal impuesta válidamente…”. 
12 Aunque, como se ha dicho, no es de la mención -o no- en el alegato de donde deriva ni depende la 
consideración de que el tema del descuento forma parte del debate, pues ello acontece es porque está 
contenido en las pretensiones de la demanda en los términos que se han reseñado, debe mencionar el 
Tribunal que, contrario a lo afirmado por CENCOSUD en el mismo numeral 3.18. de su solicitud -recién 
mencionado-, dicho tema también lo incluyó la SAE, además del alegato escrito aportado al trámite, en la 
presentación oral de su alegación, como se observa a la altura de los minutos del 24 al 26 y del 36 al 38 de la 
intervención de su apoderado (SIMASC. Expediente Digital No 123317. Carpeta Audios y Videos. 11 05 2021 
123317 ALEGATOS).  
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sucesos vinculados a la terminación del Contrato y la restitución del inmueble, ejes del petitum 
sometido a decisión arbitral.  

 
El ordinal primero de la parte resolutiva del Laudo, condensa la esencia de la decisión:  
 

“PRIMERO: En relación con las pretensiones primera y segunda de la demanda: 
 
1.1. Declarar que CENCOSUD COLOMBIA S.A., en calidad de arrendataria, es civil y 

contractualmente responsable del incumplimiento del Contrato de Arrendamiento 
de fecha 26 de octubre de 2007, celebrado inicialmente con CONSTRUCTORA LLANO 
CENTRO S.A.S. (Antes de Constructora Llano Centro Ltda.) en calidad de 
arrendadora, en cuanto a la entrega o restitución de la cosa arrendada, constituida 
por los locales comerciales descritos en dicho contrato, únicamente en los términos 
y con el alcance señalados en la parte motiva. 

 
1.2. Declarar, en los términos y por las razones indicadas en la parte motiva, que 

CENCOSUD COLOMBIA S.A. debe pagar a la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES 
S.A.S. (SAE), en su calidad de administradora o representante del FONDO PARA LA 
REHABILITACIÓN, INVERSIÓN SOCIAL Y LUCHA CONTRA EL CRIMEN ORGANIZADO 
(FRISCO), como consecuencia de la demora incurrida en la restitución, la suma de 
cuatrocientos treinta y seis millones setecientos ochenta mil ciento noventa y dos 
pesos moneda legal colombiana ($436’780.192). 

 
1.3. Declarar, en los términos y por las razones indicadas en la parte motiva, que 

CENCOSUD COLOMBIA S.A. debe pagar a la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES 
S.A.S. -SAE S.A.S.-, en su calidad de administradora o representante del FONDO PARA 
LA REHABILITACIÓN, INVERSIÓN SOCIAL Y LUCHA CONTRA EL CRIMEN ORGANIZADO 
(FRISCO), como consecuencia del improcedente descuento efectuado a título de 
cláusula penal, la suma de dos mil doscientos cincuenta y nueve millones 
ochocientos ochenta y seis mil seiscientos cincuenta pesos moneda legal colombiana 
($2.259’886.650). 

 
1.4. Negar, en todo lo demás, las referidas pretensiones primera y segunda”. 

 
En consecuencia, de cara a la solicitud de aclaración formulada por CENCOSUD, se impone decir 
que, por supuesto, la declaración contenida en el numeral 1.3. de la parte resolutiva del Laudo en 
manera alguna corresponde a una declaración oficiosa del Tribunal. Corresponde a una de las 
consecuencias económicas, al lado de la reconocida en el numeral 1.2. inmediatamente anterior, de 
la responsabilidad civil a su vez declarada en el numeral 1.1. -y con  un alcance ciertamente mayor 
al que la Parte Convocada le otorga-; numerales todos mediante los cuales se resuelve “En relación 
con las pretensiones primera y segunda de la demanda”, consideradas en conjunto, como lo 
anunció el Tribunal en la parte motiva de la providencia (lo destacado es del Tribunal). 
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En el mismo sentido, a juicio del Tribunal tampoco se configura la contradicción y confusión 
invocadas en la petición de aclaración de CENCOSUD. 
 
A este respecto, se evidencia que el ordinal primero de la parte resolutiva del Laudo, en relación 
con las pretensiones primera y segunda de la demanda resuelve con nitidez, en el numeral 1.1., 
declarar a CENCOSUD “civil y contractualmente responsable del incumplimiento del Contrato de 
Arrendamiento (…) en cuanto a la entrega o restitución de la cosa arrendada, (…) únicamente en 
los términos y con el alcance señalados en la parte motiva” (la negrilla es del Tribunal), ante lo cual 
no puede perderse de vista que dicho acápite considerativo da cuenta, en el marco de los sucesos 
asociados a la terminación y la restitución del inmueble, de los relativos a los que generan alguna 
imputabilidad en punto a la demora en la restitución y, también, al vinculado al improcedente 
descuento efectuado a título de cláusula penal al consignar los valores adeudados por concepto de 
cánones de arrendamiento. Así las cosas, se imponen las consecuentes condenas plasmadas en los 
numerales 1.2. y 1.3. del citado ordinal primero, de modo que frente al amplio espectro que tenía 
la reclamación de la SAE, en función del juramento estimatorio involucrado en la pretensión 
segunda -que incluía, por ejemplo, cánones de arrendamiento por meses adicionales a los 
reconocidos en el Laudo, y la efectividad a su favor de la cláusula penal-, el numeral 1.4. niega “en 
todo lo demás, las referidas pretensiones primera y segunda”. 
 
De conformidad con lo que se ha expuesto valga decir, de paso, que el Laudo tampoco se aparta del 
imperativo respeto por el principio de congruencia de las decisiones judiciales consagrado en los 
artículos 281 y 282 del Código General del Proceso, que es la inconformidad que en el fondo se 
manifiesta en la solicitud de aclaración13, pues las declaraciones y condenas impuestas en los 
numerales 1.1., 1.2. y 1.3. del ordinal primero de la parte resolutiva se acompasan -y sin 
contradicción intrínseca como se vio- con las pretensiones de la demanda, entendidas con el 
comprensivo contenido y alcance que debe otorgárseles según la apreciación objetiva y razonada 
del Tribunal. 
 
Se negará, entonces, la petición de aclaración. 
 
 
 
 
 

 
13 El numeral 3.9. de la solicitud de CENCOSUD  es del siguiente tenor: “Ni las pretensiones de la demanda ni 
el juramento estimatorio tuvieron por objeto declarar la ilegalidad o invalidez de la cláusula penal impuesta 
por CENCOSUD a SAE durante la ejecución del contrato. Lo que se reclamó en la demanda a título de ´cláusula 
penal’ fue la imposición de esta a favor de SAE y a cargo de CENCOSUD, por las razones ya mencionadas, pero 
no anular los efectos de la impuesta por CENCOSUD. (…)”. Y ya se reseñó el numeral 3.15., en el cual se lee: 
“En consecuencia, resulta contradictorio, y a la vez confuso, la exoneración de responsabilidad por el 
incumplimiento en la terminación, contenida en el numeral 1.1. de la parte resolutiva de laudo, toda vez que 
solo se declaró el incumplimiento en la restitución cuya condena es la incluida numeral 1.2, y al mismo tiempo 
la condena a CENCOSUD por otros conceptos no solicitados en la demanda y que, además, no son consecuencia 
de la primera pretensión”. 
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2.2. La solicitud de adición. 
 
Como se destacó en la parte inicial de esta providencia, la Parte Convocada, al perfilar la formulación 
de su planteamiento, pide la adición del ordinal segundo del acápite resolutivo del Laudo “en el 
sentido de indicar en dónde deberá realizarse el pago de las condenas impuestas en el ordinal 
PRIMERO del mismo”; y al desarrollar el fundamento de su petición indica que con el fin de evitar 
discusiones sobre la mora en el cumplimiento de la obligación, la referida adición debe hacerse “en 
el sentido de indicar la forma en qué CENCOSUD deberá realizar el pago de las condenas impuestas 
en el numeral PRIMERO del mismo(…)” (las negrillas no son del texto). 
 
Al considerar la solicitud, el Tribunal encuentra que más allá de la justificación que la acompaña por 
cuenta de las circunstancias presentadas durante la ejecución del Contrato de Arrendamiento sobre 
el que versó el litigio arbitral (i.e. dificultades para el pago de los cánones de arrendamiento), en 
estricto rigor jurídico la petición no procede pues, como se reseñó, la hipótesis de adición de la 
sentencia (laudo en materia arbitral) sólo tiene cabida cuando la providencia “omita resolver sobre 
cualquiera de los extremos de la litis o sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley 
debía ser objeto de pronunciamiento”, lo cual no tiene verificación en el asunto sub-lite, pues 
establecidos los elementos estructurales de la obligación reconocida en la respectiva decisión, 
entendiendo por tales el sujeto pasivo (deudor), el sujeto activo (acreedor) y el objeto (prestación 
debida), no se impone al juzgador el deber de establecer las circunstancias específicas del pago que 
de dicha obligación ha de realizarse, entre las cuales están las relativas al “lugar” del pago -“en 
dónde”, reza la petición-, o a “cómo” debe realizarse -“la forma”, igualmente reza la petición-, todas 
las cuales se rigen por la normatividad sustancial aplicable, consagrada en su régimen básico, como 
es sabido, en los artículos 1626 y siguientes del Código Civil, y 873 y siguientes del Código de 
Comercio.  
 
Se negará, entonces, la petición de adición. 
 
En consecuencia de lo dicho, el Tribunal 
 

RESUELVE 
 

Negar la solicitud de aclaración y adición del Laudo presentada por la Parte Convocada, CENCOSUD 
COLOMBIA S.A. 
 
La presente providencia queda notificada en estrados. 
 
 
Agotado el objeto de la presente audiencia, se declara terminada. 
 

 
 

Participó por medios electrónicos 
JOSÉ ARMANDO BONIVENTO JIMÉNEZ 

Árbitro Presidente 
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Participó por medios electrónicos 
MAURICIO RICARDO CHAVES FARIAS 

Árbitro 
 
 

Participó por medios electrónicos 
HERNANDO ANDRÉS OTERO GARZÓN 

Árbitro 
 
 
    
Participó por medios electrónicos         Participó por medios electrónicos 
ANDRÉS FELIPE CABALLERO CHÁVES                        MARÍA LUCÍA POSADA ISAACS 
Apoderado Convocante          Apoderada Convocada 
                
 
                      
 
 
 
 
Participó por medios electrónicos              Participó por medios electrónicos 
WILLIAM CRUZ ROJAS                              VERÓNICA ROMERO CHACÍN 
Ministerio Público                 Secretaría 
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JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
Juzgado Cuarenta y Siete de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple  
E. S.   D. 
 
 
Ref.:   Proceso ejecutivo de la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES 

S.A.S. contra FIDUCIARIA COLMENA S.A., en calidad de vocero 
y administrador del FIDEICOMISO CARREFOUR 
LLANOCENTRO y el FIDEICOMITENTE FONDO DE CAPITAL 
PRIVADO INVERLINK ESTRUCTURAS INMOBILIARIAS 
COMPARTIMIENTO UNO 

 
Radicado No. 110014003065 – 2020 – 01035 – 00 

 
Asunto: Poder 
 
 
MARIA CATALINA GARCIA QUINTANA, identificado con la cédula de ciudadanía 
número 52.023.488 de Bogotá, actuando como representante legal de la sociedad 
INVERLINK ESTRUCTURAS INMOBILIARIAS S.A.S., identificada con NIT 
900.516.468 – 3, en calidad de sociedad gestora del FIDEICOMITENTE FONDO 
DE CAPITAL PRIVADO INVERLINK ESTRUCTURAS INMOBILIARIAS 
COMPARTIMIENTO UNO, otorgo poder especial, amplio y suficiente al doctor 
JORGE EDUARDO CHEMÁS JARAMILLO, identificado con la cédula de 
ciudadanía número 16.263.198 de Palmira y la tarjeta profesional número 29.609 
del Consejo Superior de la Judicatura, para que interponga RECURSO en contra 
del MANDAMIENTO EJECUTIVO y que CONTESTE y formule EXCEPCIONES en 
el PROCESO EJECUTIVO de la referencia, que tiene por objeto la no aceptación y 
firma del contrato de cesión de los derechos litigiosos del proceso arbitral instaurado 
por la SAE contra Cencosud S.A. ante el Centro de Arbitraje y Conciliación de la 
Cámara de Comercio de Bogota. 
 
El doctor JORGE EDUARDO CHEMÁS JARAMILLO queda facultado para 
pronunciarse frente al mandamiento ejecutivo, las pretensiones de la demanda de 
la parte demandante, allegar y solicitar pruebas, presentar memoriales, interponer 
recursos, conciliar, transigir, recibir, alegar de conclusión, proponer nulidades, 
iniciar incidentes, sustituir y reasumir el poder y, en general, para ejercer todas las 
demás facultades necesarias para el correcto desempeño de la gestión que se le 
encomienda y las descritas en el artículo 77 del Código General del Proceso.  
 
Del señor Juez,   
 
 
 
MARIA CATALINA GARCIA QUINTANA  
C.C. No. 52.023.488 de Bogotá Representante legal de INVERLINK 
ESTRUCTURAS INMOBILIARIAS S.A.S. 
 
Acepto poder, 
 
 
 
JORGE EDUARDO CHEMÁS JARAMILLO 
C.C. No.16.263.198 de Palmira  
T.P. No. 29.609 del Consejo Superior de la Judicatura 
Correo electrónico: jchemas@chemasasociados.com  

mailto:jchemas@chemasasociados.com
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Señor 
JUEZ SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL (JUZGADO CUARENTA Y SIETE 
DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÚLTIPLES) 
E. S. D. 
 
 
Referencia: Proceso Ejecutivo por obligación de suscribir documento de 

Sociedad de Activos Especiales S.A.S. contra Fiduciaria 
Colmena S.A. e Inverlink Estructuras Inmobiliarias S.A.S. 

 
Radicado: 2020-1035 
 
 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Jorge Eduardo Chemás Jaramillo, mayor de edad, domiciliado en Bogotá, 
identificado con la cédula de ciudadanía número 16.263.198 de Palmira y la tarjeta 
profesional de abogado número 29.609 del Consejo Superior de la Judicatura, 
obrando en representación de Fiduciaria Colmena S.A., vocera y administradora 
del FIDEICOMISO CARREFOUR LLANOCENTRO, y de Inverlink Estructuras 
Inmobiliarias S.A.S., ejecutadas en el proceso de la referencia, dentro del término 
legal contesto la demanda. 
 
 

I. OPORTUNIDAD PARA CONTESTAR LA DEMANDA 
 
El 13 de enero de 2022 el Juzgado 65 Civil Municipal de Bogotá D.C., profirió auto 
notificado mediante estado No. 002 del 14 de enero del mismo año, en el que 
confirmó el mandamiento ejecutivo y ordenó correr traslado para la contestación de 
la demanda. Según lo señalado en el artículo 391 del Código General del Proceso 
y en el mandamiento ejecutivo, el término para contestar la demanda es de diez (10) 
días. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, los días hábiles siguientes a la publicación del 
estado a través del cual se notificó dicho auto comenzaron a correr el lunes 17 de 
enero de 2022, de manera que el término de los diez días del traslado para la 
contestación de la demanda vence el viernes 28 de enero de 2022. 
 
 

II. RESPUESTA A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
A continuación, se responden los hechos de la demanda: 
 
PRIMERO. Es cierto. El 27 de octubre de 2007 se celebró contrato de arrendamiento 
entre Constructora Llanocentro LTDA. y Grandes Superficies de Colombia S.A. por 
una vigencia de 20 años. Sin embargo, el 30 de agosto de 2019 Cencosud Colombia 
S.A. (en adelante “CENCOSUD” y anteriormente Grandes Superficies de Colombia 
S.A.) terminó unilateralmente el contrato de arrendamiento por la mala 
administración y constantes incumplimientos por parte de la SAE. 
 
SEGUNDO. Es cierto que la mencionada Fiscalía ordenó el embargo y secuestro 
de varios inmuebles como medida cautelar al interior de un proceso de extinción de 
derecho del dominio, y que la administración de esos bienes fue encargada al Fondo 
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para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado - 
FRISCO (en adelante “el FRISCO”), representado en virtud del artículo 90 de la Ley 
1708 de 2014, por la Sociedad de Activos Especiales S.A.S.       (en adelante “la 
SAE”).                    
 
No es cierto que todos los bienes afectados al proceso de extinción de dominio 
fueran de propiedad Constructora Llanocentro.  
 
En efecto, en ejecución de lo dispuesto en el contrato de arrendamiento a que se 
refiere el hecho primero de la demanda, los inmuebles identificados con las 
matrículas No. 230-152224 y 230-152310 habían sido transferidos al FIDEICOMISO 
CARREFOUR LLANOCENTRO. El beneficiario inicial de este Fideicomiso fue 
Constructora Llanocentro, pero esta cedió al Fondo INVERLINK tanto su calidad de 
arrendadora en el contrato de arrendamiento como de beneficiaria en dicho 
fideicomiso. El 22 de abril de 2011 Constructora Llanocentro cedió su posición 
contractual de arrendador al Fondo de Capital Privado Inverlink Estructuras 
Inmobiliarias - Compartimiento uno (en adelante “el Fondo INVERLINK”). Asimismo, 
el 22 de noviembre de 2011 la Constructora Llanocentro cedió al Fondo INVERLINK 
su calidad de fideicomitente dentro del FIDEICOMISO CARREFOUR 
LLANOCENTRO. 
 
Lo anterior ocurrió por lo menos dos años antes de iniciarse el proceso de extinción 
del derecho de dominio contra esos bienes. 
 
TERCERO. Es cierto, y aclaro que la SAE, en su condición de administradora del 
FRISCO, realizó una deficiente administración de los bienes que le fueron 
encomendados, lo que motivó la terminación unilateral del contrato de 
arrendamiento por parte de CENCOSUD.  Hechos plenamente probados en el 
proceso arbitral al que se hace referencia a continuación. 
 
CUARTO. Es cierto que la SAE inició un proceso arbitral en contra de CENCOSUD, 
pero se aclara que dicha demanda la instauró la SAE el 16 de julio de 2020 y no el 
9 de julio de 2020. Sin embargo, ese proceso arbitral finalizó con el laudo del 30 de 
julio de 2021, donde quedó acreditado lo siguiente: 
 

a) Contrario a la pretensión de la SAE de que se condenara a CENCOSUD a 
pagar una indemnización por la supuesta terminación irregular del contrato de 
arrendamiento, el Tribunal estimó que la causa de la terminación unilateral fue 
justificada y que fue el incumplimiento de la SAE lo que la motivó: 
 
“La inexorable conclusión del Tribunal es que la terminación unilateral del 
contrato por parte de CENCOSUD, al amparo de la previsión consagrada en el 
numeral 18.1.2. de la cláusula décima octava del contrato fue justificada al tener 
basamento en el incumplimiento incurrido y no subsanado por la SAE respecto 
de su obligación (…)”1 (Subrayado fuera de texto). 
 
“Ha concluido el Tribunal que la terminación unilateral del contrato por parte de 
CENCOSUD, no fue injustificada -como se pregona en la demanda-, pues 
respondió al legítimo ejercicio de una facultad pactada, válidamente, en el 
marco del postulado de la autonomía de la voluntad, por razón de la ocurrencia 
de incumplimiento obligacional en cabeza del arrendador, cuota extraordinaria, 
no remediado dentro de la oportunidad también señalada en la estipulación 

 
1 Ver pág. 47 del laudo arbitral del 30 de julio de 2021. 
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negocia! invocada por la arrendataria (cláusula 18.1.2).”2 (Subrayado fuera de 
texto). 
 

b) Por otra parte, el Tribunal determinó que, si bien la terminación unilateral del 
contrato por parte de CENCOSUD había sido legítima, esta última tardó en 
restituir el inmueble y por ello le cabía alguna responsabilidad: 
 
“En lo atinente a la restitución de la cosa arrendada, a juicio del Tribunal 
corresponde atribuir alguna responsabilidad a CENCOSUD, dentro del marco 
de la demora que se presentó en este tópico, pero únicamente por un espacio 
temporal limitado, que se estima en dos meses calendario, lo que origina el 
reconocimiento por ese concepto, tomando como referente el valor del canon 
mensual mínimo garantizado para el año 2019 $ 218,390.096, según muestra 
el juramento estimatorio, de la suma de $ 436,780.192.”3 
 

c) Finalmente, el Tribunal estimó que CENCOSUD había retenido de forma 
indebida varios cánones de arrendamiento para pagarse directamente el valor 
de la cláusula penal por el incumplimiento de la SAE, sin advertir que dicha 
cláusula se había estipulado para el incumplimiento de obligaciones no 
dinerarias. Por ello, el Tribunal ordenó a CENCOSUD restituir los cánones 
indebidamente descontados: 
 
“En consecuencia, procede ordenar en cabeza de CENCOSUD el pago de la 
suma indebidamente descontada, en cuantía de $ 2,259.886.650, que 
corresponde a cánones de arrendamiento no cancelados efectivamente (…)”.4 
 

d) En síntesis, en el referido proceso arbitral la SAE pretendía principalmente una 
compensación de más de siete mil millones de pesos por la supuesta 
terminación irregular del contrato de arrendamiento por parte de CENCOSUD. 
Pero resulta que el Tribunal estimó que fue la SAE quien incumplió el contrato, 
y que fue ese incumplimiento lo que motivó su terminación. Lo único que la 
SAE obtuvo como resultado de ese proceso arbitral fue una modesta 
compensación de dos cánones de arrendamiento por la demora de 
CENCOSUD en la restitución de los inmuebles y la orden de restitución de 
unos cánones que habían sido indebidamente retenidos por dicha compañía a 
título de cláusula penal por el incumplimiento de la SAE. 
 
“Así las cosas, por vía de síntesis ha de señalarse que de las reclamaciones 
comprendidas en las pretensiones primera y segunda de la demanda 
reformada instaurada por FRISCO-SAE, tienen vocación de procedencia, 
únicamente, las relativas (i) al reconocimiento de $ 436.780.192, por valor 
equivalente a 2 cánones mensuales vigentes en 2019, por razón de la 
responsabilidad incurrida en punto a la obligación de restitución del local, y (ii) 
el reconocimiento de $ 2.266.889.200, correspondiente al valor indebidamente 
descontado por CENCOSUD al consignar el valor adeudado por concepto de 
cánones de arrendamiento causados entre enero de 2017 y agosto 2019. En lo 
demás han de negarse las referidas pretensiones primera y segunda. Así se 
declarará.”5 

 
QUINTO. Es cierto, y reitero que el proceso arbitral mencionado finalizó con el laudo 
del 30 de julio de 2021. Cabe mencionar que el valor de las sumas que el Tribunal 

 
2 Ver pág. 55 del laudo arbitral del 30 de julio de 2021. 
3 Ver pág. 56 del laudo arbitral del 30 de julio de 2021. 
4 Ver pág. 57 del laudo arbitral del 30 de julio de 2021. 
5 Ver pág. 57 del laudo arbitral del 30 de julio de 2021. 
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de arbitramento ordenó pagar a CENCOSUD fue depositado por la SAE en la cuenta 
bancaria del Fondo INVERLINK. 
 
SEXTO. Es cierto, pero reitero que el proceso arbitral mencionado ya finalizó. 
 
SÉPTIMO. Es cierto y corresponde a la transcripción del artículo 106 de la Ley 1708 
de 2014. 
 
OCTAVO. Es parcialmente cierto. La transcripción que hace la SAE de la última 
parte del artículo 2.5.5.9.2 del Decreto 1068 de 2015 está alterada. En efecto, lo que 
en realidad esa última parte dice es: 
 

“Cuando exista proceso judicial respecto de los contratos de 
arrendamiento, el Administrador del FRISCO efectuará la cesión de los 
derechos litigiosos a favor de la persona indicada por la autoridad judicial.” 
(Negrilla fuera de texto). 

 
La SAE excluye la parte en negrilla y la reemplaza por otra que no aparece en la 
norma: “Respecto de los contratos de arrendamiento……”. Para evitar confusiones 
a continuación se transcribe la norma completa: 
 

“ARTÍCULO 2.5.5.9.2. Entrega física. El Administrador del FRISCO efectuará 
directamente o a través de un delegado la entrega física del bien a favor de 
quien se ordenó, en el estado en que se encuentre. 
 
La devolución física de los inmuebles que se encuentren arrendados operará 
adicionalmente con la cesión del contrato de arrendamiento a favor de la 
persona indicada por la autoridad judicial competente. Cuando exista proceso 
judicial respecto de los contratos de arrendamiento, el Administrador del 
FRISCO efectuará la cesión de los derechos litigiosos a favor de la persona 
indicada por la autoridad judicial.” 

 
Respecto de la relevancia de la norma transcrita, desde ahora llamo la atención 
sobre dos puntos. El primero: el supuesto de hecho previsto en esa norma, que la 
SAE invoca como fundamento de un título ejecutivo, no se cumplió. El segundo: el 
citado artículo no tiene el alcance pretendido por la SAE, y de ninguna manera 
puede ser interpretado en el sentido de que dicha entidad pueda obligar a una 
persona a celebrar un contrato de cesión de derechos litigiosos. Sobre ambos 
puntos me referiré en la parte de las excepciones de mérito. 
 
NOVENO. Es cierto. El 29 de agosto de 2019 la Fiscalía 75 Especializada de la 
Dirección Especializada de Extinción del Derecho de Dominio (en adelante “la 
Fiscalía 75”) confirmó la decisión de primera instancia de declarar la improcedencia 
de la acción la extinción de dominio y ordenó la devolución de los inmuebles a su 
propietario por ser este un tercero de buena fe exenta de culpa. 
 
DÉCIMO. Es cierto que en marzo de 2020 la SAE restituyó los locales que tenía 
bajo custodia. Sin embargo, debe advertirse que en la Resolución 1585 de 2019, 
proferida por la misma SAE, no se mencionó nada relacionado con una cesión de 
derechos litigiosos. 
 
DÉCIMO PRIMERO. Es cierto. La SAE envió vía correo electrónico minuta de 
contrato de cesión de derechos litigiosos.       Sin embargo, el 27 de enero de 2021, 
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Alianza Fiduciaria S.A., vocera y administradora del Fondo INVERLINK, le expuso 
a la SAE las razones por las cuales no aceptaba la cesión de los derechos litigiosos. 
 
DÉCIMO SEGUNDO. No es cierto. La Resolución 1585 del 30 de octubre de 2019 
proferida por la SAE no se refiere en absoluto a una cesión de derechos litigiosos, 
principalmente porque para la fecha en la que se expide la mencionada Resolución 
no existía ningún proceso en curso sobre el cual ceder los derechos litigiosos. 
Tampoco señala la Resolución obligación alguna que deba ser cumplida por la parte 
demandada. Y no podría ser de otra forma, ya que la SAE, una sociedad sujeta al 
derecho privado, carece de facultades y atributos para ello. Por consiguiente, es 
impertinente y absurdo señalar que como en la Resolución 1585 de 2019 no se 
otorgó plazo o condición alguna, se debe entender que la obligación de suscribir 
documentos es exigible desde el 20 de octubre de 2020. Mal puede la SAE 
pretender lo anterior, cuando ni tiene facultades para obligar a mi representada, y 
cuando la mencionada Resolución no hizo ninguna referencia a una cesión de 
derechos litigiosos. 
 
DÉCIMO TERCERO. No es cierto. De los mencionados documentos no es posible 
deducir la obligación de la demandada de suscribir un contrato de derechos 
litigiosos. Mucho menos podría exigirse una inexistente obligación a través de un 
proceso ejecutivo. 
 
DÉCIMO CUARTO. No es cierto. No existe ninguna obligación a cargo de ninguna 
de mis representadas de celebrar un contrato de cesión de derechos litigiosos. 
 
 

III. SOBRE LAS PRETENSIONES 
 
Mis representadas se oponen a todas y a cada una de las pretensiones de la SAE, 
por falta de fundamento legal y fáctico. Por lo tanto, solicito al señor Juez negar 
todas las pretensiones de la demanda y condenar en costas y agencias en derecho 
a la SAE. 
 
 

IV. EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 
A. FALTA DE VOLUNTAD, PRESUPUESTO ESENCIAL PARA LA FORMACIÓN 
DE UN CONTRATO 
 
La parte demandante pretende obligar al FIDEICOMISO CARREFOUR 
LLANOCENTRO a celebrar un contrato de cesión de derechos litigiosos sobre el 
que FIDUCIARIA COLMENA S.A., no tuvo ningún interés. De hecho, existen 
justificadas razones para oponerse a la celebración de ese contrato, que no tiene 
ninguna razón de ser. Así las cosas, Fiduciaria Colmena no tuvo voluntad de 
celebrar ningún contrato con la SAE y nada ni nadie podía obligarla a ello. 
 
La voluntad es un requisito sine qua non para que un contrato nazca a la vida jurídica 
y produzca efectos. La voluntad constituye la esencia de todo negocio jurídico. Sin 
voluntad no hay ni puede haber contrato. El Art. 1502 del Código Civil señala 
categóricamente como uno de los presupuestos para que un contrato produzca 
efectos es que la persona ”2. Consienta en dicho acto o declaración y su 
consentimiento no adolezca de vicio”. 
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No parece necesario ahondar demasiado en este punto, muy básico en el derecho 
de los contratos, sin embargo, la Corte Suprema de Justicia y la doctrina nacional 
han establecido que: 
 

“La capacidad y la voluntad en los actos o negocios jurídicos están íntima y 
recíprocamente relacionadas porque una y otra, constituyen requisitos de 
validez necesarios de todo tipo de manifestación de la voluntad jurídica, con 
perjuicio de generar nulidad; 
 
(…) 
 
Ahora, la voluntad, es núcleo y elemento medular de la existencia de la 
declaración de voluntad jurídica, para que los actos o negocios jurídicos no 
devengan en inexistentes (…)”6 (Subrayado fuera de texto). 
 
“Si el acto jurídico es por definición, una manifestación de voluntad encaminada 
directa y reflexivamente a la producción de efectos jurídicos, es claro que en él 
no puede faltar ni la voluntad real del agente (elemento interno) ni la 
manifestación o declaración de la voluntad (elemento externo). 
 
(...) 
 
La voluntad real del agente o agentes constituye la sustancia misma del acto 
jurídico y es en Colombia un requisito legal de este, que no puede ser sustituido 
por ningún otro elemento distinto, ni siquiera por la declaración material de 
dicha voluntad, como habremos de puntualizarlo más adelante.”7 (Subrayado 
fuera de texto). 

 
La voluntad como fundamento y esencia del negocio jurídico encuentra respaldo en 
principios constitucionales, entre ellos, la libertad individual y la autonomía privada. 
Si en el ordenamiento jurídico nacional hubiere alguna excepción al principio según 
el cual se requiere la voluntad para la celebración de un contrato, esa excepción, 
que como mínimo deberá ser clara y expresa, solo podría ser establecida por el 
legislador o el constituyente. Como más adelante veremos, el Decreto 1068 de 2015 
no tiene ni la autoridad ni el alcance para derogar la base sobre la que descansan 
los negocios jurídicos, que es la voluntad. 
 
B. VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA LIBERTAD CONTRACTUAL, QUE GOZA 
DE PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL 
 
La libertad contractual, expresión de la autonomía privada, se proyecta, entre otras 
manifestaciones, en la potestad que tiene cada individuo de contratar o no contratar. 
Por regla general, nadie puede ser obligado a contratar. Sobre este punto vale la 
pena citar a HINESTROSA: 
 

“La libertad contractual, o más ampliamente, de disponer de los propios 
intereses frente a los demás, es la manifestación más elemental de la 
autonomía negocial; podrá hacerlo, como también abstenerse de hacerlo, o sea 
rehusarse a disponer.”8 

 

 
6 Corte Suprema de Justicia, 27 de noviembre de 2017. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona. 
SC19730-2017. 
7 OSPINA FERNÁNDEZ y OSPINA ACOSTA, Teoría general del contrato y del negocio jurídico, 
Bogotá, 1994, p. 98. 
8 HINESTROSA, Fernando. Tratado de las obligaciones II, el negocio jurídico. Vol. I. Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá. 2015, p. 301. 
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La Corte Constitucional ha establecido que el derecho a la libertad contractual goza 
de protección constitucional y que los límites o condiciones de ejercicio de ese 
derecho deben ser también constitucionales: 
 

“La autonomía de la voluntad privada y, como consecuencia de ella, la libertad 
contractual goza entonces de garantía constitucional. Sin embargo, como en 
múltiples providencias esta Corporación lo ha señalado, aquellas libertades 
están sometidas a condiciones y limites que le son impuestos, también 
constitucionalmente, por las exigencias propias del Estado social, el interés 
público y por el respeto de los derechos fundamentales de otras personas (...)”9 
(Subrayado fuera de texto). 

 
No se desconoce el hecho de que la libertad contractual no es absoluta, y que 
existen excepciones y limitaciones a ella. Entre esas restricciones se encuentran, 
por ejemplo, los seguros de riesgo de accidente de tránsito (SOAT) y las ventas 
forzadas a la Administración (expropiación). Sin embargo, esas limitaciones o 
excepciones, además de claras y expresas, deben provenir del legislador o del 
constituyente y tener fundamento constitucional, lo que para nada ocurre en el caso 
que nos ocupa. 
 
C. AUSENCIA DE OBLIGACIÓN DE SUSCRIBIR UN DOCUMENTO. EL 
ARTÍCULO 2.5.5.9.2 DEL DECRETO 1068 DE 2015 NO IMPONE LA 
OBLIGACIÓN DE ACEPTAR LA CESIÓN DE UN CONTRATO DE CESIÓN DE 
DERECHOS LITIGIOSOS QUE PRETENDE IMPONER LA SAE 
 
Las excepciones de mérito C y D se desarrollan conjuntamente por estar 
relacionadas. 
 
D. EL DECRETO 1068 DE 2015 NO PUEDE CONTRARIAR EL CÓDIGO CIVIL Y 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
La supuesta obligación de suscribir un contrato de cesión de derechos litigiosos que 
pretende ejecutar la SAE no tiene sustento en ninguna de las fuentes de las 
obligaciones. De acuerdo con el artículo 1494 del Código Civil, que menciona esas 
fuentes, las obligaciones nacen: 
 

“Art. 1494. (…) del concurso real de las voluntades, de dos o más personas, 
como en los contratos o convenciones, ya de un hecho voluntario de la persona 
que se obliga, como en la aceptación de una herencia o legado y en todos los 
cuasicontratos; y a consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a 
otra persona, como en los delitos; ya por disposición de la ley, como entre los 
padres y los hijos de familia”. 

 
De la lectura del mencionado artículo se puede fácilmente inferir que tanto para los 
contratos como para los denominados cuasicontratos el legislador exige 
expresamente la voluntad del agente para que resulte obligado. En la primera 
excepción de mérito se advirtió que en el presente caso no existe voluntad de la 
vocera del FIDEICOMISO CARREFOUR LLANOCENTRO de celebrar un contrato 
de cesión de derechos litigiosos. Fuera de los casos en que la voluntad es requisito 
para obligarse, las únicas hipótesis restantes serían el daño y la ley. Y por supuesto, 
en el caso particular la supuesta obligación que la SAE pretende ejecutar ni tiene 
origen en el hecho ilícito ni tampoco está prevista en la ley. 
 

 
9 Corte Constitucional, SU-157 de 1999. 
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La base del supuesto título ejecutivo invocado en este proceso no es la ley sino el 
artículo 2.5.5.9.2 del Decreto 1068 de 2015, que en modo alguno establece la 
obligación que la SAE pretende ejecutar. Antes de seguir es pertinente transcribir 
esa norma: 
 

“ARTÍCULO 2.5.5.9.2. Entrega física. El Administrador del FRISCO efectuará 
directamente o a través de un delegado la entrega física del bien a favor de 
quien se ordenó, en el estado en que se encuentre. 
 
La devolución física de los inmuebles que se encuentren arrendados operará 
adicionalmente con la cesión del contrato de arrendamiento a favor de la 
persona indicada por la autoridad judicial competente. Cuando exista proceso 
judicial respecto de los contratos de arrendamiento, el Administrador del 
FRISCO efectuará la cesión de los derechos litigiosos a favor de la persona 
indicada por la autoridad judicial.” 

 
De la frase “el Administrador del FRISCO efectuará la cesión de los derechos 
litigiosos a favor de la persona indicada por la autoridad judicial”, la SAE pretende 
deducir una obligación a cargo del potencial cesionario de esos derechos litigiosos. 
Pero tal planteamiento es errado. El único sujeto pasivo de la norma es el 
administrador del FRISCO, o sea, la misma SAE, a quien simplemente se le está 
instruyendo o facultando para ceder los derechos litigiosos, en el entendido de que 
se cumpla el supuesto de hecho allí señalado. Pero una cosa es que la SAE pueda 
ceder esos derechos litigiosos, y otra muy distinta que tenga la potestad de obligar 
al cesionario de esos derechos a que suscriba un contrato de cesión de derechos 
litigiosos. 
 
El artículo transcrito no tiene ni el alcance ni la autoridad pretendida por la SAE. En 
primer lugar, porque no hace referencia alguna al sujeto pasivo de la cesión de los 
derechos litigiosos, ni tampoco dice nada que permita inferir que el administrador 
del FRISCO tiene la potestad de forzar la celebración de un contrato de cesión de 
derechos litigiosos. Y en segundo lugar, porque un acto administrativo compilatorio 
de normas de carácter reglamentario, como lo es el Decreto 1068 de 2015, no puede 
constituir una excepción al principio fundamental según el cual la voluntad es la base 
de un contrato. El artículo 2.5.5.9.2 del mencionado decreto no podría contrariar ni 
los Arts. 1494, 1502 y 2302 del Código Civil ni el derecho a la libertad contractual, 
que como ya expusimos goza de protección constitucional. 
 
La obligación de suscribir un documento, cuya ejecución regula el Art. 434 del 
Código General del Proceso, es una obligación de hacer que presupone que la parte 
ejecutada se había previamente obligado a suscribir ese documento. Como, por 
ejemplo, cuando una de las partes de un contrato de promesa de compraventa 
incumple la obligación de celebrar el contrato prometido, y ante ese incumplimiento, 
la otra acude al juez para obligarla a que suscriba tal contrato. Nada parecido ocurre 
en nuestro caso. 
 
E. INEXISTENCIA DEL CONTRATO DE CESIÓN DE DERECHOS LITIGIOSOS 
POR AUSENCIA DE OBJETO Y DE ELEMENTOS ESENCIALES 
 
El contrato de cesión de derechos litigiosos que la SAE pretende que suscriba 
Fiduciaria Colmena, como vocera del Fideicomiso CARREFOUR LLANOCENTRO, 
carece de objeto porque el litigio que le servía de fundamento fue resuelto mediante 
laudo arbitral del 30 de julio de 2021. Al no haber litigio no puede haber derecho 
litigioso, y por lo tanto, cesión de ese derecho.  
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Todo contrato debe tener un objeto, como lo señala el artículo 1517 del Código Civil, 
y unos elementos esenciales, como lo establece el Art. 1502 de dicho estatuto: 
 

“Art. 1517. Toda declaración de voluntad debe tener por objeto una o más 
cosas, que se trata de dar, hacer o no hacer. (…) 
 
Art. 1501. Se distinguen en cada contrato las cosas que son de su esencia, las 
que son de su naturaleza, y las puramente accidentales. Son de la esencia de 
un contrato aquellas cosas sin las cuales, o no produce efecto alguno, o 
degeneran en otro contrato diferente; son de la naturaleza de un contrato las 
que no siendo esenciales en él, se entienden pertenecerle, sin necesidad de 
una cláusula especial; y son accidentales a un contrato aquellas que ni esencial 
ni naturalmente le pertenecen, y que se le agregan por medio de cláusulas 
especiales.” (Subrayado fuera de texto). 

 
Por otra parte, el Art. 1969 del Código Civil establece como elemento esencial del 
contrato de cesión de derechos litigiosos “el evento incierto de la litis”: 
 

“Art. 1969. Se cede un derecho litigioso cuando el objeto directo de la cesión 
es el evento incierto de la litis, del que no se hace responsable el cedente. 
 
Se entiende litigioso un derecho, para los efectos de los siguientes artículos, 
desde que se notifica judicialmente la demanda.” (Subrayado fuera de texto). 

 
Sobre el objeto del contrato de cesión de derechos litigiosos y sobre el elemento de 
incertidumbre que lo caracteriza, es relevante la siguiente cita de la Corte 
Constitucional: 
 

“La cesión de derechos litigiosos es un contrato que tiene por objeto directo el 
resultado de una litis. Se trata de la transferencia de un derecho incierto, 
porque, una de las partes procesales, demandante o demandado, dispone a 
favor de un tercero del asunto en disputa, luego de entablada la relación 
procesal (…)”.10 

 
En el caso que nos ocupa, en el pretendido contrato de cesión de derechos litigiosos 
falta un elemento esencial: “el evento incierto de la litis”, como quiera que ya no hay 
ni litis ni incertidumbre. La ausencia de ese elemento esencial hace el contrato de 
cesión de derechos litigiosos inexistente, o sea, incapaz de producir efectos. El Art. 
1501 del C.C., transcrito arriba, señala que en cada contrato hay elementos que son 
de su esencia, aquellas cosas sin las cuales o no produce efecto alguno, o 
degeneran en otro contrato diferente. Por su parte, el Art. 898 del Código de 
Comercio señala que será inexistente el contrato cuando falte alguno de sus 
elementos esenciales: 
 

“Art. 898. 
(…) 
Será inexistente el negocio jurídico cuando se haya celebrado sin las 
solemnidades sustanciales que la ley exija para su formación, en razón del acto 
o contrato y cuando falte alguno de sus elementos esenciales.” (Subrayado 
fuera de texto). 

 
En síntesis, el contrato propuesto por la SAE es inexistente por falta de elementos 
esenciales, y por consiguiente de objeto. Sería absurdo, además de contrario al 

 
10 Corte Constitucional, Sentencia C 1045 de 2000. 
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ordenamiento jurídico colombiano, que un juez de la República obligue a una 
persona a celebrar un contrato inexistente, en el que además falta la voluntad de 
esta. 
 
F. INCUMPLIMIENTO DEL SUPUESTO DE HECHO PREVISTO EN EL ART. 
2.5.5.9.2 DEL DECRETO 1068 DE 2015 
 
La SAE pretende, con fundamento principalmente en el artículo 2.5.5.9.2 del 
Decreto 1068 de 2015, obligar a la vocera del FIDEICOMISO CARREFOUR 
LLANOCENTRO a celebrar un contrato de cesión de derechos litigiosos. Pero 
resulta que entre muchas otras deficiencias de esa pretensión, a las cuales ya nos 
hemos referido en otras excepciones, lo cierto es que ni siquiera se cumple el 
supuesto de hecho previsto en dicha norma. En efecto, el mencionado artículo exige 
como presupuesto para que el administrador del FRISCO pueda ceder los derechos 
litigiosos que una autoridad judicial haya indicado la persona a favor de la cual 
deberá cederse esos derechos: 
 

“ARTÍCULO 2.5.5.9.2. 
(…) 
Cuando exista proceso judicial respecto de los contratos de 
arrendamiento, el Administrador del FRISCO efectuará la cesión de los 
derechos litigiosos a favor de la persona indicada por la autoridad 
judicial.” (Subrayado y negrilla fuera de texto). 

 
En nuestro caso, ninguna autoridad judicial ha mencionado, indicado u ordenado 

que la SAE deba ceder unos derechos litigiosos a la vocera del 
FIDEICOMISO CARREFOUR LLANOCENTRO. Esa autoridad judicial no 
podría ser la Fiscalía 75, porque, por una parte, el proceso judicial a cargo 
de dicha entidad no versaba sobre los contratos de arrendamiento, como lo 
exige el mismo artículo 2.5.5.9.2, y por otra, porque en la decisión que profirió 
dicha fiscalía no se dijo nada sobre una eventual cesión de derechos 
litigiosos. Y no podía haber dicho nada al respecto, porque la decisión de la 
Fiscalía 75 es del 29 de agosto de 2019, mientras que el proceso arbitral 
relacionado con los contratos de arrendamiento fue iniciado por la SAE el 16 
julio de 2020. 

 
Esa autoridad judicial tampoco podría ser el Tribunal de Arbitramento que convocó 
la SAE porque cuando el presente proceso ejecutivo inició, dicho tribunal de 
arbitramento apenas había admitido la demanda, y nada dijo en su auto admisorio 
respecto de una supuesta cesión de derechos litigiosos. Y por obvias razones no 
podía decir nada de lo anterior en el laudo del 30 de julio de 2021, porque en ese 
momento ya no había litigio ni incertidumbre. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, ninguna autoridad judicial se ha pronunciado en 
absoluto sobre una eventual cesión de derechos litigiosos a favor del FIDEICOMISO 
CARREFOUR LLANOCENTRO. Como consecuencia de ello, no se cumple el 
supuesto de hecho que facultaba a la demandante a ceder unos derechos litigiosos. 
Mucho menos se puede obligar a la vocera de ese fideicomiso a suscribir tal 
contrato. 
 
G. FALTA DE CONFIGURACIÓN DE UN TÍTULO EJECUTIVO 
 
Como se argumentó en el recurso de reposición contra el auto que libró 
mandamiento de pago, no existe un título ejecutivo que permita a la SAE obligar al 
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FIDEICOMISO CARREFOUR LLANOCENTRO a suscribir un contrato de cesión de 
derechos litigiosos. De acuerdo con el Art. 422 del Código General del Proceso, 
pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones claras, expresas y exigibles 
que consten en documentos que provengan del deudor (o de su causante) o que 
emanen de una sentencia de condena: 
 

“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente 
las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, 
o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de 
cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que 
en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 
auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión 
hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que 
conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184.” 

 
En el caso particular no se acredita ninguno de los presupuestos del artículo 422 
transcrito. La parte demandante invoca como fundamento del título ejecutivo varios 
“documentos”, disimiles e inconexos entre sí, enunciados en el hecho décimo 
tercero de la demanda: 
 

“DÉCIMO TERCERO: Por tanto, en la Resolución No. 1585 del 30 de octubre 
de 2019, así como en el inciso segundo del artículo 106 de la Ley 1708 de 
2014, el artículo 2.5.5.9.2 del Decreto 1068 de 2015 y el correo electrónico 
del 20 de octubre de 2020 constan una obligación, clara, expresa y exigible.” 
(Negrilla fuera de texto). 

 
Sin embargo, los anteriores documentos, ni en su conjunto ni individualmente 
considerados, estructuran un título ejecutivo. Analicemos cada uno de ellos: 
 
a) Resolución 1585 del 30 de octubre de 2019. En esta resolución, emitida por la 
misma demandante, se resuelve dar cumplimiento a la decisión judicial del 29 de 
noviembre de 2018 proferida por la Fiscalía. La Resolución 1585 es inepta para 
contribuir a la configuración de un título ejecutivo complejo, por las siguientes 
razones: 
 
i) En ninguna parte de esa resolución se menciona nada relacionado con una 
eventual cesión de derechos litigiosos. En efecto, la Resolución 1585 solo se refiere 
a dar cumplimiento de una decisión judicial, particularmente, realizar la entrega de 
unos inmuebles y hacer una eventual cesión de contratos de arrendamiento. Nada 
se menciona respecto de iniciar un proceso arbitral o judicial o de ceder unos 
derechos litigiosos. 
 
ii) La llamada resolución 1585 es un acto de carácter unilateral que no tiene 
capacidad para obligar a ningún tercero, mucho menos a quien se pretende 
demandar o se ha demandado. La resolución 1585 solo puede ser vinculante para 
la misma SAE que la profirió, y por tal razón, en su parte resolutiva    no hay orden 
o instrucción a ningún tercero. 
 
iii) La resolución 1585 no está ni suscrita ni aceptada por la parte demandada. Los 
títulos ejecutivos deben provenir del deudor o emanar de una sentencia de condena 
proferida por un juez o tribunal, o de otra providencia judicial. Una entidad sometida 
al derecho privado, como lo es la SAE, no puede mediante una decisión interna 
crear títulos ejecutivos para su propio beneficio y en contra de un tercero. 
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b) El inciso segundo del artículo 106 de la Ley 1708 de 2014. Este inciso señala 
lo siguiente: 
 

“El mecanismo de administración provisional de los bienes que se haya 
utilizado durante el trámite del proceso de extinción deberá mantenerse, hasta 
que se produzca la devolución efectiva a su titular.” 

 
No es necesario efectuar ningún análisis para comprobar que el mencionado inciso 
absolutamente nada tiene que ver con la pretensión de la demandante de que se 
suscriba un contrato de cesión de derechos litigiosos. 
 
c) El artículo 2.5.5.9.2 del Decreto 1068 de 2015. A este artículo ya nos hemos 
referido en las anteriores excepciones de mérito, por lo que nos remitimos a ellas 
para evitar repeticiones. 
 
d) El correo electrónico del 20 de octubre de 2020. La SAE envió el 20 de octubre 
de 2020 un correo electrónico a Inverlink Estructuras Inmobiliarias S.A.S. 
proponiendo la suscripción del contrato de cesión de derechos litigiosos. Esa 
propuesta, que configuró una oferta mercantil (Art. 845 C.Co.), fue respondida 
negativamente, y por lo tanto rechazada, el día 25 de enero de 2021 por Alianza 
Fiduciaria, vocera y administradora del Fondo de Capital Privado Inverlink. De 
cualquier forma, la oferta contenida en el correo del 20 de octubre de 2020, al no 
ser aceptada dentro de los seis días siguientes, se entendió rechazada. El silencio 
frente a una oferta por regla general equivale a rechazo. Pero además, la SAE hizo 
mal su oferta porque debió enviarla a la vocera del FIDEICOMISO CARREFOUR 
LLANOCENTRO, que es la parte que aparece como cesionaria en la minuta del 
contrato de derechos litigiosos, y no a la vocera del beneficiario de ese fideicomiso. 
 
En síntesis, de los documentos aportados en la demanda no se puede deducir la 
existencia de una obligación clara, expresa y exigible. Esos documentos no fueron 
suscritos o aceptados por el deudor, ni tampoco contienen una sentencia de 
condena proveniente de un juez ni de ninguna otra autoridad. Mucho menos 
contienen de manera explícita o implícita la obligación de suscribir un contrato de 
cesión de derechos litigiosos. 
 
H. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
La sociedad Inverlink Estructuras Inmobiliarias S.A.S. no es la vocera del 
FIDEICOMISO CARREFOUR LLANOCENTRO, y por lo tanto no tiene la capacidad 
para representar a ese fideicomiso ni para tomar decisiones que lo vinculen. La 
sociedad Inverlink Estructuras Inmobiliarias S.A.S. es solo la fideicomitente del 
Fondo INVERLINK, que es el beneficiario del mencionado fideicomiso. El Fondo 
INVERLINK es un ente diferente del FIDEICOMISO CARREFOUR 
LLANOCENTRO. 
 

V. PRUEBAS 
 

1. Laudo arbitral del 30 de julio de 2021 
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VI. ANEXOS 
 

1. Los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 
2. Los poderes y certificados de existencia y representación legal de las 

demandadas fueron aportados con el recurso de reposición contra el auto 
que libró mandamiento de pago. 

 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 
El suscrito podrá ser notificado en la calle 67 No. 4 - 21, en Bogotá y a los correos 
electrónicos jchemas@chemasasociados.com e info@chemasasociados.com  
 
Las demás partes podrán ser notificadas en las direcciones señaladas en la 
demanda. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Jorge Eduardo Chemás Jaramillo 
C.C. No. 16.263.198 de Palmira 
T.P. No. 29.609 del C.S. de la J. 

mailto:jchemas@chemasasociados.com
mailto:info@chemasasociados.com


De: Jorge Eduardo Chemas Jaramillo <jchemas@chemasasociados.com> 
Enviado: viernes, 28 de enero de 2022 15:43 
Para: Juzgado 65 Civil Municipal - Bogotá - Bogotá D.C. <cmpl65bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: Andrés Caballero <a.caballero@caballerochaves.com>; Ivonne Alexandra Moreno Valderrama 
<notificacionjuridica@saesas.gov.co>; info <info@chemasasociados.com> 
Asunto: 2020-1035 - Contestación demanda 

  
Señor 
JUEZ SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL (JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE 
PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÚLTIPLES) 
E.        S.         D. 
  
  
Referencia:    Proceso Ejecutivo por obligación de suscribir documento de la Sociedad de 

Activos Especiales S.A.S. contra Fiduciaria Colmena S.A. e Inverlink 
Estructuras Inmobiliarias S.A.S. 

Radicado:      2020-1035 
Asunto:          Contestación de la Demanda 
  
Jorge Eduardo Chemás Jaramillo, mayor de edad, domiciliado en Bogotá, identificado 
con la cédula de ciudadanía número 16.263.198 de Palmira y la tarjeta profesional de 
abogado número 29.609 del Consejo Superior de la Judicatura, tal como aparece 
reconocido en el proceso de la referencia, dentro del término legal para el efecto allego 
la contestación de la demanda junto con sus anexos. 
  
Copio en este correo a las demás partes procesales. 
  
Agradezco de antemano se sirvan acusar recibo del presente correo electrónico y de 
sus adjuntos. 
  
Atentamente, 
  
Jorge Eduardo Chemás Jaramillo 



 
 







RAD 2020-1035 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
  
Córrase traslado a la parte actora de las excepciones propuestas por el 
apoderado de la parte demandada, por el término de diez (10) días de 
conformidad con lo normado en el numeral 1° del artículo 443 del Código 
General del Proceso. 
    

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0093 
 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
 
Procede el Despacho a proferir la decisión de que trata el artículo 440 del 
Código General del Proceso, dentro del presente ejecutivo.  
 
Previa presentación de demanda ejecutiva se procedió por parte de este 
Despacho a librar mandamiento de pago a favor de SISTEMCOBRO S.A.S. 
hoy SYSTEMGROUP S.A.S., en contra de LUCIANO MONTEALEGRE CUTIVA, por 
las cantidades señaladas en el auto del 16 de febrero de 2021.  
 

El extremo demandado se notificó de la orden de apremio librada en su 
contra en los términos del artículo 8° del Decreto 806 de 2020, quien dentro 
de la oportunidad procesal concedida guardo silencio.    
 

Así las cosas, como quiera que en el presente asunto no se propuso medio 
exceptivo alguno, debe darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 440 
del Código General del Proceso, que establece que ante tal presupuesto se 
procederá a dictar auto ordenando seguir adelante con la ejecución y las 
demás determinaciones consecuentes, toda vez que encuentra el 
Despacho que el mandamiento de pago se ajusta a derecho y no observa 
causal de nulidad que invalide lo actuado.  
 
Por lo expuesto, el Despacho,  
  
RESUELVE 
 
1. Ordenar seguir adelante la ejecución, en los términos indicados en el 
mandamiento de pago.  

 
2. Decretar el avalúo y remate de los bienes embargados y secuestrados y 
de aquellos que en el futuro fueran objeto de medidas, para que con su 
producto se pague el crédito y las costas con sujeción a la prelación 
establecida en la Ley.   
 
3. Ordenar que se practique la liquidación del crédito en la forma prevista 
en el artículo 446 del Código General del Proceso.  
 
4. Condenar en costas a la parte ejecutada. Por secretaría elabórese la 
liquidación de costas e inclúyanse como agencias en derecho la suma de 
$ 1.300.000.oo.   
 
5. En firme este proveído, remítase el expediente a la Oficina de Ejecución 
Civil, para el correspondiente reparto de los Juzgados de Ejecución Civil, 



conforme lo dispuesto en el artículo 14 del Acuerdo PSAA13-9984 del 
Consejo Superior de la Judicatura –Sala Administrativa.                              
          
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez  
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0097 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 
Agréguense a los autos las documentales aportadas por la parte actora, las 
cuales serán tenidas en cuenta en su oportunidad procesal concedida.  
 
De otro lado y previo a resolver la solicitud de emplazamiento, el togado 
actor realice el envío del aviso de notificación que establece el artículo 292 
ibídem al correo electrónico del aquí demandado reportado en el escrito 
de demanda, debiendo allegar la certificación y demás documentos por 
este mismo medio.  
 
Lo anterior atendiendo que el trámite de notificación de que trata el artículo 
291 ibidem, enviado a la dirección electrónica del aquí ejecutado fue 
positivo.  
 
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

L.B 

 

 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0145 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
    

 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Teniendo en cuenta que es procedente la solicitud de medidas cautelares 
realizada por la parte actora y de conformidad con el artículo 593 del 
Código General del Proceso, el Juzgado: 

 
DISPONE: 
 
Decretar el EMBARGO DE LOS REMANENTES Y/O DE LOS BIENES que por 
cualquier causa se llegaren a desembargar, que sean de la demandada 
SONIA ESPERANZA DIAZ VASQUEZ, dentro del proceso jurisdicción coactiva 
No. 2011-10066, que se adelante por parte de la Empresa de Acueducto y 
Alcantarillado de Bogotá E.S.P. Ofíciese al citado despacho comunicando 
la medida aquí decretada. Limítese la medida en la suma de $16’000.000.oo 
m/cte. 
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

L.B 

 

 

 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 





RAD 2021-0257 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Agréguense a los autos la anterior comunicación emitida por el Banco 
Popular, la cual se pone en conocimiento de la parte actora para los 
efectos procesales y legales a que haya lugar.  
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

L.B 

 

 

 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0533 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Teniendo en cuenta la solicitud efectuada por la parte actora, por 
secretaria líbrese comunicación a la entidad COMPENSAR EPS, para que 
proceda a informar el nombre del empleador, de conformidad con el 
parágrafo 2° del artículo 291 en concordancia con el numeral 4° del artículo 
43 del Código General del Proceso.   
 
Secretaría proceda de conformidad.  
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez  
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
L.B 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0575 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
Téngase en cuenta que el demandado DIEGO ANDRES GARCIA BELTRAN, se 
notificó de la orden de apremio librada en su contra, en los términos del 
artículo 8° del Decreto 806 de 2020, quien dentro de la oportunidad procesal 
concedida, otorgó poder a un abogado, formulando recurso de reposición.  
 
Se reconoce al Dr. WILLIAM DAVID LONDOÑO GARCIA, como apoderado 
judicial del demandado en cita, en los términos y para los efectos del poder 
a él conferido.  
 
De otro lado, por secretaría enlístese el recurso de reposición formulado por 
el apoderado de la pasiva, de conformidad con lo establecido en el artículo 
110 del Código General del Proceso.  
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez (2) 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0575 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
Agréguense a los autos la anterior comunicación emitida por la Subred 
Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E., la cual se pone en 
conocimiento de la parte actora para los efectos procesales y legales a que 
haya lugar.  
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez (2) 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



 

 

*20222100009861*  
*20222100009861* 
Bogotá D.C., 21-01-2022 
 
 
Señor: 
JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL -  TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE EN 
JUZGADO 47 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
CARRERA 10 No. 14 – 33 Piso 2. 
cmpl65bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Bogotá D.C. 
 
 
Asunto:   RESPUESTA OFICIO 2684 REF.  EJECUTIVO No. 11001400306520210057500 
 
DEMANDANTE:  RF. ENCORE S.A.S. Nit. 9005756058  
   
DEMANDADO:    DIEGO ANDRÉS GARCÍA BELTRÁN. C.C. 80207955 
 
 
Señor Juez: 
 
Dando respuesta a su requerimiento en la cual, mediante auto del 19 de noviembre de 2021, decretó el 
EMBARGO Y RETENCIÓN de la quinta parte que exceda del salario mínimo legal mensual que devengue el 
señor DIEGO ANDRÉS GARCÍA BELTRÁN. Identificado con C.C. 80.207.955. Informamos que, acorde a su 
solicitud esta Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente ESE, mediante Nota Interna No. 
20222100003263 del 19 de enero de 2022, dio traslado a la Dirección Financiera de la Entidad con el fin de dar 
cumplimiento a la orden judicial relacionada con el EMBARGO de los honorarios del contratista DIEGO 
ANDRÉS GARCÍA BELTRÁN.  
 
De lo anterior adjuntamos copia del oficio (nota interna) y el trámite realizado por la entidad para la ejecución 
de la orden antes mencionada.  
 
Cordialmente, 
 
 
 
CHAID FRANCO 
Jefe Oficina Asesora Juridica 
 
Anexo: Certificación contractual  

Declaramos que hemos revisado el presente documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones legales, y, por lo tanto, lo 
presentamos para firma.       

Cargo Funcionario / 
Contratista 

Nombre Cargo Firma Fecha 

Elaborado por: Alejandra Almario Apoyo Jurídico  21/01/2022 

 



De: Carolina arango <nacarolinaarango@gmail.com> 
Enviado: miércoles, 19 de enero de 2022 10:15 
Para: Juzgado 65 Civil Municipal - Bogotá - Bogotá D.C. <cmpl65bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: EJECUTIVO No. 11001400306520210057500 - DIEGO ANDRES GARCIA BELTRAN. C.C. 
80207955 

  

Sres.  
JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE EN JUZGADO 47 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOT (ACUERDO PCSJ 18-11127) 
CARRERA 10 No. 14 – 33 Piso 2. TELÉFAX: 2865961. BOGOTA D.C. 
cmpl65bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
  
REF. EJECUTIVO No. 11001400306520210057500 
DEMANDANTE: RF. ENCORE S.A.S. Nit. 9005756058 
DEMANDADO (A): DIEGO ANDRES GARCIA BELTRAN. C.C. 80207955 
 
Cordial saludo  
 
 
Por medio de la presente informamos a su despacho que el Sr DIEGO ANDRES GARCIA 
BELTRAN. C.C. 80207955 no se encuentra vinculado a la ESE SUBRED NORTE, por ninguna de 
las modalidades de vinculación, esto es no tiene contratos de prestación de servicios con la ESE, así 
como tampoco es empleado de planta, por lo tanto no corresponde a la entidad hacer efectivo dicha 
orden judicial.  
 
Atentamente 
 
Nayith Carolina Arango Castilla  
Abogada Subred Norte ESE  
 

mailto:cmpl65bt@cendoj.ramajudicial.gov.co


LA SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E.

CERTIFICA:

Que mediante acuerdo 641 de 06 de abril de 2016, fueron fusionados los antes Hospitales BOSA, PABLO VI, 
KENNEDY, DEL SUR Y FONTIBON en la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 
OCCIDENTE E.S.E., Que una vez revisadas las bases de datos que se encuentran en la Dirección de 
Contratación, se constata que la señor (a) DIEGO ANDRES GARCIA BELTRAN; con documento de 
identidad No, 80207955 celebró Contrato (s) de Prestación de Servicio como se relaciona a continuación:

# Año Contrato Perfil Fecha Inicial Fecha Final Valor Unidad
1 2021 6070-2021 APOYO TECNICO ADMINISTRATIVO II 01/06/2021 31/01/2022 $2092172 SUBRED

OBLIGACIONES CONTRACTUALES

APOYO TECNICO ADMINISTRATIVO II

1 » Contrato: 6070-2021
Obligaciones: 

1. Apoyar los procesos de la Oficina de Participación Comunitaria y Servicio at Ciudadano de la Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E 2. Monitoreo 
aleatorio de agendas y registro de oportunidad 3. Identificación y seguimiento correctivo de citas mal agendadas 4. Monitoreo remota escucha de Llamadas5. Monitoreo y 
seguimiento al chat virtual 6. Asistencia técnica 7. Mantener, desarrollar e implementar la visión y la misión de la Subred e impulsar y promocionar portafolio de servicios. 8. 
Alimentar permanentemente los sistemas e información que están a su cargo y mantenerlos al día 9. Retroalimentación a la Jefe de la Oficina de Participación comunitaria y 
Servicio al Ciudadano10. Seguimiento a la lista de no aceptación de servicios ambulatorios (Validar si el usuario tiene o no asignada cita, su georefenciaci6n, autorización y 
Orden medico)11. Apoyo en la capacitación al Staff y agentes de personal nuevo 12. Seguimiento a Citas Mal asignadas tipificando motivos e información de la Subred. 
13.Trazabilidad de errores en agendamiento e información de la Subred. 14. Informe de Lista de No Aceptaci6n del Servicio Ambulatorio e información de la Subred. 15. 
Verificar y retroalimentara los agentes aleatoriamente (la fecha de uso)16. Realizar, ajustar y evaluar procesos y procedimientos de la oficina de Servicio al Ciudadano que 
permitan contribuir al proceso17. Todas las demás actividades que le sean asigna por el supervisor del contrato y sean afines al desarrollo del Objeto del Contrato.

Los contratos relacionados anteriormente no generaron relación jurídica laboral entre la entidad y el 
Contratista, solo la ejecución y pago de los productos contratados.

CERTIFICACIÓN DE ACTIVIDADES



La adulteración y/o uso fraudulento de la información, así como la presente firma acá plasmada , sera 
responsabilidad exclusiva del contratista, en los termino de que trata los artículos 286 y S.S. del código penal 
colombiano

Se expide la presente constancia a solicitud del contratista conforme a la información que reposa en base de 
datos de la Institución a los dieciocho(18) días del mes de Enero de 2022, la cual no tiene fecha de expiración

Atentamente,

CERTIFICACIÓN DE ACTIVIDADES

Celular 301 381 02 85 Tel 3753569/3756579 Ext 2509/2514
Calle 9 N° 39-46
Nit 900.959.048-4

Celular 301 381 02 85 Tel 3753569/3756579 Ext 2509/2514
Calle 9 N° 39-46
Nit 900.959.048-4







RAD 2021-0723 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
Agréguense a los autos la anterior comunicación emitida por la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos, la cual se pone en conocimiento de la 
parte actora para los efectos procesales y legales a que haya lugar.           
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez  
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 







RAD 2021-0747 
 

 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 
Presentada la demanda en forma y reunidos los requisitos de ley contenidos 
en el Código General del Proceso, el Juzgado, 
 
RESUELVE: 
 
1. ADMITIR la presente demanda de DECLARACIÓN DE PERTENENCIA 
(Prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio) de mínima cuantía 
impetrada por HECTOR CALDERON GONZÁLEZ y YENNY LISETH MORENO 
SUAREZ en calidad de sucesora procesal de FLORAIDA SUAREZ BARAJAS 
(q.e.p.d), en contra de los HEREDEROS INDETERMINADOS DEL SEÑOR 
ARQUIMIDES OCTAVIO ROMERO MORENO y demás personas que se crean 
con derecho a intervenir dentro la acción. 
 
2. Notificar a la parte demandada, conforme lo prevé el artículo 291 del 
Código General del Proceso y subsiguientes, corriéndole traslado por el 
término de diez (10) días conforme lo señala el artículo 391 ibídem.  
 
3. Dar a la presente demanda el trámite de única instancia.  
 
4. Por el medio más expedito infórmese de la existencia del proceso a la 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO, INSTITUTO COLOMBIANO PARA EL 
DESARROLLO RURAL –INCODER-, UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE 
RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS, INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI (IGAC) y  
la PERSONERIA DISTRITAL, conforme lo contempla el numeral 6° del artículo 375 
de la Ley 1564 de 2012. 
 
5. Emplácese a las demás personas indeterminadas que se crean con 
derechos sobre el inmueble objeto de la usucapión, en medio escrito 
(periódico el Tiempo, el Espectador, etc.), en la forma establecida en los 
numerales 6° y 7° del artículo 375 y 293 de la Ley 1564 de 2012. 
 
6. Instalar una valla en lugar visible del predio objeto del proceso, en la forma 
indicada en el numeral 7° del artículo 375 del C.G.P.  
 
7. Ordénese la inscripción de la demanda en el folio de matrícula 
inmobiliaria N° 50S-40392595. Ofíciese al Registrador de Instrumentos Públicos 
en tal sentido.        
 



8. Se reconoce a la Dra. EMIDIA ALEJANDRA SIERRA QUIROGA, como 
apoderada judicial de los demandantes, en los términos y para los efectos 
del poder a ella conferido. 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez 
 
 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

L.B 
 

 

 

 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0825 
 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 

 
 
 

 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 
Procede el Despacho a proferir la decisión de que trata el artículo 440 del 
Código General del Proceso, dentro del presente ejecutivo.  
 
Previa presentación de demanda ejecutiva se procedió por parte de este 
Despacho a librar mandamiento de pago a favor de LOURDES MIRIAM 
BELTRÁN PEÑA, en contra de HENRY ALEXANDER FERRO MORENO y MARIA 
HELENA ROMERO RAMÍREZ, por las cantidades señaladas en el auto del 23 
de septiembre de 2021.  
 

El extremo demandado se notificó de la orden de apremio librada en su 
contra en los términos de los artículos 291 y 292 del Código General del 
Proceso, quienes dentro de la oportunidad procesal concedida guardaron 
silencio.    
 

Así las cosas, como quiera que en el presente asunto no se propuso medio 
exceptivo alguno, debe darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 440 
del Código General del Proceso, que establece que ante tal presupuesto se 
procederá a dictar auto ordenando seguir adelante con la ejecución y las 
demás determinaciones consecuentes, toda vez que encuentra el 
Despacho que el mandamiento de pago se ajusta a derecho y no observa 
causal de nulidad que invalide lo actuado.  
 
Por lo expuesto, el Despacho,  
  
RESUELVE 
 
1. Ordenar seguir adelante la ejecución, en los términos indicados en el 
mandamiento de pago.  

 
2. Decretar el avalúo y remate de los bienes embargados y secuestrados y 
de aquellos que en el futuro fueran objeto de medidas, para que con su 
producto se pague el crédito y las costas con sujeción a la prelación 
establecida en la Ley.   
 
3. Ordenar que se practique la liquidación del crédito en la forma prevista 
en el artículo 446 del Código General del Proceso.  
 
4. Condenar en costas a la parte ejecutada. Por secretaría elabórese la 
liquidación de costas e inclúyanse como agencias en derecho la suma de 
$ 600.000.oo.   
 



5. En firme este proveído, remítase el expediente a la Oficina de Ejecución 
Civil, para el correspondiente reparto de los Juzgados de Ejecución Civil, 
conforme lo dispuesto en el artículo 14 del Acuerdo PSAA13-9984 del 
Consejo Superior de la Judicatura –Sala Administrativa.                   
        

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez  
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0843 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 

 
 
 

 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 
Procede el Despacho a proferir la decisión de que trata el artículo 440 del 
Código General del Proceso, dentro del presente ejecutivo.  
 
Previa presentación de demanda ejecutiva se procedió por parte de este 
Despacho a librar mandamiento de pago a favor de BANCO FALABELLA 
S.A., en contra de FERNANDO BERNAL QUINTERO, por las cantidades 
señaladas en el auto del 10 de septiembre de 2021.  
 

El extremo demandado se notificó de la orden de apremio librada en su 
contra en los términos del artículo 8° del Decreto 806 de 2020, quien dentro 
de la oportunidad procesal concedida guardo silencio.    
 

Así las cosas, como quiera que en el presente asunto no se propuso medio 
exceptivo alguno, debe darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 440 
del Código General del Proceso, que establece que ante tal presupuesto se 
procederá a dictar auto ordenando seguir adelante con la ejecución y las 
demás determinaciones consecuentes, toda vez que encuentra el 
Despacho que el mandamiento de pago se ajusta a derecho y no observa 
causal de nulidad que invalide lo actuado.  
 
Por lo expuesto, el Despacho,  
  
RESUELVE 
 
1. Ordenar seguir adelante la ejecución, en los términos indicados en el 
mandamiento de pago.  

 
2. Decretar el avalúo y remate de los bienes embargados y secuestrados y 
de aquellos que en el futuro fueran objeto de medidas, para que con su 
producto se pague el crédito y las costas con sujeción a la prelación 
establecida en la Ley.   
 
3. Ordenar que se practique la liquidación del crédito en la forma prevista 
en el artículo 446 del Código General del Proceso.  
 
4. Condenar en costas a la parte ejecutada. Por secretaría elabórese la 
liquidación de costas e inclúyanse como agencias en derecho la suma de 
$ 2.700.000.oo   
 
5. En firme este proveído, remítase el expediente a la Oficina de Ejecución 
Civil, para el correspondiente reparto de los Juzgados de Ejecución Civil, 



conforme lo dispuesto en el artículo 14 del Acuerdo PSAA13-9984 del 
Consejo Superior de la Judicatura –Sala Administrativa.                              
          
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez  
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0973 
 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
 
Procede el Despacho a proferir la decisión de que trata el artículo 440 del 
Código General del Proceso, dentro del presente ejecutivo.  
 
Previa presentación de demanda ejecutiva se procedió por parte de este 
Despacho a librar mandamiento de pago a favor de BANCO COMERCIAL 
AV VILLAS S.A., en contra de CARLOS PINEDA ACOSTA, por las cantidades 
señaladas en el auto del 8 de octubre y su corrección del 9 de noviembre 
de 2021.  
 

El extremo demandado se notificó de la orden de apremio librada en su 
contra en los términos del artículo 8° del Decreto 806 de 2020, quien dentro 
de la oportunidad procesal concedida guardo silencio.    
 

Así las cosas, como quiera que en el presente asunto no se propuso medio 
exceptivo alguno, debe darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 440 
del Código General del Proceso, que establece que ante tal presupuesto se 
procederá a dictar auto ordenando seguir adelante con la ejecución y las 
demás determinaciones consecuentes, toda vez que encuentra el 
Despacho que el mandamiento de pago se ajusta a derecho y no observa 
causal de nulidad que invalide lo actuado.  
 
Por lo expuesto, el Despacho,  
  
RESUELVE 
 
1. Ordenar seguir adelante la ejecución, en los términos indicados en el 
mandamiento de pago.  

 
2. Decretar el avalúo y remate de los bienes embargados y secuestrados y 
de aquellos que en el futuro fueran objeto de medidas, para que con su 
producto se pague el crédito y las costas con sujeción a la prelación 
establecida en la Ley.   
 
3. Ordenar que se practique la liquidación del crédito en la forma prevista 
en el artículo 446 del Código General del Proceso.  
 
4. Condenar en costas a la parte ejecutada. Por secretaría elabórese la 
liquidación de costas e inclúyanse como agencias en derecho la suma de 
$ 2.800.000.oo   
 
5. En firme este proveído, remítase el expediente a la Oficina de Ejecución 
Civil, para el correspondiente reparto de los Juzgados de Ejecución Civil, 



conforme lo dispuesto en el artículo 14 del Acuerdo PSAA13-9984 del 
Consejo Superior de la Judicatura –Sala Administrativa.                              
          

 
NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez  
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-0977 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
Téngase en cuenta que el ejecutado LUIS EDUARDO GUZMAN RAMIREZ, se 
notificó de la orden de pago librada en su contra, en los términos del artículo 
8° del Decreto 806 de 2020, quien dentro de la oportunidad procesal 
concedida guardó silencio respecto de las pretensiones de la demanda.  
 
De otro lado, agréguense a los autos las documentales allegadas por la 
parte actora, donde se evidencia que la notificación surtida al otro 
ejecutado fue negativa.  
 
Una vez se notifique al demandado Jose Aimel Cardozo Ramírez, se 
continuará con el trámite correspondiente.  
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez (2) 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



 
RAD 2021-0977 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
Agréguense a los autos la anterior comunicación emitida por la señora 
Diana Hernández, la cual se pone en conocimiento de la parte actora para 
los efectos procesales y legales a que haya lugar.       
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez (2) 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



De: diana hernandez <aysdianahernandez@gmail.com> 
Enviado: martes, 1 de febrero de 2022 14:45 
Para: Juzgado 65 Civil Municipal - Bogotá - Bogotá D.C. <cmpl65bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: REF EJECUTIVO 1100140030652210097700 

  

Buenas Tardes  

 

En referencia a su solicitud nos permitimos informar que los señores LUIS 

EDUARDO GUZMAN RAMIREZ cc 11227425 y JOEL AIMEL  CARDOZO RAMIREZ CC 

11221148 NO tienen ningún vinculo ni comercial no laboral con la empresa por lo 

tanto no se realizan aportes de ningún tipo a seguridad social ni cesantías ni a fondos 

de pensiones.  

 

 

Quedamos atentos a cualquier inquietud,  

 

 

Gracias 
 



RAD 2021-1095 
 
 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
 
Procede el Despacho a proferir la decisión de que trata el artículo 440 del 
Código General del Proceso, dentro del presente ejecutivo.  
 
Previa presentación de demanda ejecutiva se procedió por parte de este 
Despacho a librar mandamiento de pago a favor de ABOGADOS 
ESPECIALIZADOS EN COBRANZAS S.A. -AECSA, en contra YEIMI VELEZ 
ROSERO, por las cantidades señaladas en el auto del 5 de noviembre de 
2021 y su corrección del 12 de enero de 2022.  
 

El extremo demandado se notificó de la orden de apremio librada en su 
contra en los términos del artículo 8° del Decreto 806 de 2020, quien dentro 
de la oportunidad procesal concedida guardo silencio.    
 

Así las cosas, como quiera que en el presente asunto no se propuso medio 
exceptivo alguno, debe darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 440 
del Código General del Proceso, que establece que ante tal presupuesto se 
procederá a dictar auto ordenando seguir adelante con la ejecución y las 
demás determinaciones consecuentes, toda vez que encuentra el 
Despacho que el mandamiento de pago se ajusta a derecho y no observa 
causal de nulidad que invalide lo actuado.  
 
Por lo expuesto, el Despacho,  
  
RESUELVE 
 
1. Ordenar seguir adelante la ejecución, en los términos indicados en el 
mandamiento de pago.  

 
2. Decretar el avalúo y remate de los bienes embargados y secuestrados y 
de aquellos que en el futuro fueran objeto de medidas, para que con su 
producto se pague el crédito y las costas con sujeción a la prelación 
establecida en la Ley.   
 
3. Ordenar que se practique la liquidación del crédito en la forma prevista 
en el artículo 446 del Código General del Proceso.  
 
4. Condenar en costas a la parte ejecutada. Por secretaría elabórese la 
liquidación de costas e inclúyanse como agencias en derecho la suma de 
$ 380.000.oo   
 
5. En firme este proveído, remítase el expediente a la Oficina de Ejecución 
Civil, para el correspondiente reparto de los Juzgados de Ejecución Civil, 



conforme lo dispuesto en el artículo 14 del Acuerdo PSAA13-9984 del 
Consejo Superior de la Judicatura –Sala Administrativa.                            
          

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez  
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-1317 
 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
 
Procede el Despacho a proferir la decisión de que trata el artículo 440 del 
Código General del Proceso, dentro del presente ejecutivo.  
 
Previa presentación de demanda ejecutiva se procedió por parte de este 
Despacho a librar mandamiento de pago a favor de ABOGADOS 
ESPECIALIZADOS EN COBRANZAS S.A. -AECSA, en contra de ERIKA VANESSA 
HERRERA LEÓN, por las cantidades señaladas en el auto del 1° de diciembre 
de 2021.  
 

El extremo demandado se notificó de la orden de apremio librada en su 
contra en los términos del artículo 8° del Decreto 806 de 2020, quien dentro 
de la oportunidad procesal concedida guardo silencio.    
 

Así las cosas, como quiera que en el presente asunto no se propuso medio 
exceptivo alguno, debe darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 440 
del Código General del Proceso, que establece que ante tal presupuesto se 
procederá a dictar auto ordenando seguir adelante con la ejecución y las 
demás determinaciones consecuentes, toda vez que encuentra el 
Despacho que el mandamiento de pago se ajusta a derecho y no observa 
causal de nulidad que invalide lo actuado.  
 
Por lo expuesto, el Despacho,  
  
RESUELVE 
 
1. Ordenar seguir adelante la ejecución, en los términos indicados en el 
mandamiento de pago.  

 
2. Decretar el avalúo y remate de los bienes embargados y secuestrados y 
de aquellos que en el futuro fueran objeto de medidas, para que con su 
producto se pague el crédito y las costas con sujeción a la prelación 
establecida en la Ley.   
 
3. Ordenar que se practique la liquidación del crédito en la forma prevista 
en el artículo 446 del Código General del Proceso.  
 
4. Condenar en costas a la parte ejecutada. Por secretaría elabórese la 
liquidación de costas e inclúyanse como agencias en derecho la suma de 
$ 280.000.oo  
 
5. En firme este proveído, remítase el expediente a la Oficina de Ejecución 
Civil, para el correspondiente reparto de los Juzgados de Ejecución Civil, 



conforme lo dispuesto en el artículo 14 del Acuerdo PSAA13-9984 del 
Consejo Superior de la Judicatura –Sala Administrativa.                              
          
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez  
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
L.B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-1335  
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
  
 
Subsanada la demanda en debida forma y teniendo en cuenta que el título 
valor (pagaré) base del recaudo presta mérito ejecutivo por contener una 
obligación clara, expresa y actualmente exigible de pagar una suma 
determinada de dinero, de conformidad con lo preceptuado en los artículos 
422 y 430 del C. G. del P., el Despacho, 

 
RESUELVE:  
 
Librar MANDAMIENTO DE PAGO, por la vía ejecutiva de MÍNIMA CUANTÍA, a 
favor de FIDEICOMISO FIDUOCCIDENTE INSER 2018, y en contra de LUIS 
ENRIQUE GORDILLO MARTÍNEZ, por las siguientes sumas de dinero: 
 
1. $15’882.273.oo m/cte., por concepto de capital respecto del pagaré N° 
5605062 base de la ejecución. 
 
2. Por los intereses de mora causados desde la presentación de la demanda 
y hasta cuando se verifique su pago, liquidados conforme lo previsto en el 
artículo 884 del C. de Co, y la tasa máxima fluctuante autorizada por la 
Superintendencia Financiera.  
 
Sobre las costas se resolverá en su debida oportunidad. 
  
Notifíquese a la parte demandada de conformidad con lo normado en el 
artículo 291 del C.G.P., y siguientes y/o conforme lo establecido en el 
Decreto 806 de 2020. Hágasele saber que cuenta con el término legal de 
cinco (5) días para que proceda a cancelar la obligación y diez (10) para 
proponer excepciones, ambos términos contados a partir del día siguiente 
de la notificación.  
  
Se reconoce a la Dra. MARGARITA SANTACRUZ TRUJILLO, como apoderada 
judicial de la entidad ejecutante, en los términos y para los efectos del poder 
a ella conferido.  
  

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez (2) 
 
 

 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
L.B 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-1335 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 
 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
Teniendo en cuenta que es procedente la solicitud de medidas cautelares 
realizada por la parte actora y de conformidad con el artículo 593 del 
Código General del Proceso, el Juzgado: 
 
DISPONE: 
 
Decretar el EMBARGO y posterior SECUESTRO del inmueble denunciado como 
de propiedad del demandado LUIS ENRIQUE GORDILLO MARTINEZ, 
identificado con la matrícula inmobiliaria N° 303-88028 de Barrancabermeja.  
 
Comunicar la medida a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 
correspondiente, con la finalidad de proceder a realizar la anotación en el 
folio de matrícula inmobiliaria, quien deberá tener en cuenta lo previsto en 
los artículos 24 y 37 del Decreto 1250 de 1970. 
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez (2) 
 

 

 

 

 

 

 

L.B 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-1359 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Encontrándose el presente asunto para resolver lo que en derecho 
corresponde, se observa por parte de este Despacho que la parte actora 
no subsanó en debida forma la demanda, toda vez que no dio 
cumplimiento a lo ordenado en el numeral 1° del auto inadmisorio, pues no 
indicó la data de causación de las cuotas vencidas y no pagadas, ni la tasa 
de interés sobre la cual se liquidaron los intereses causados sobre dichas 
cuotas.  
 

De manera que, al no darse cumplimiento en su totalidad a la providencia 
del 12 de enero del cursante, el juzgado,  
 
DISPONE: 

 
RECHAZAR la presente acción ejecutiva de conformidad con lo normado en 
el inciso 4° del artículo 90 del Código General del Proceso.  
 
Hágase entrega a la parte actora de la demanda y sus anexos sin necesidad 
de desglose. 
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

L.B 

 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-1367 
 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 

 
 

 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
  
Subsanada la demanda en debida forma y teniendo en cuenta que el título 
ejecutivo base del recaudo presta mérito ejecutivo por contener una 
obligación clara, expresa y actualmente exigible de pagar una suma 
determinada de dinero, de conformidad con lo preceptuado en los artículos 
422 y 430 del C. G. del P., el Despacho, 

 
RESUELVE:  
 
Librar MANDAMIENTO DE PAGO, por la vía ejecutiva de MÍNIMA CUANTÍA, a 
favor de INVERSORA RETOS S.A., y en contra de RICARDO FERNANDEZ 
CHAVEZ, por las siguientes sumas de dinero: 
  

1. $7’333.190.oo m/cte., por concepto de capital contenido en el acuerdo 
de pago base de la ejecución.  

 

2. Por los intereses de mora causados desde el 10 de diciembre de 2021 y 
hasta cuando se verifique su pago, liquidados conforme lo previsto en el 
artículo 884 del C. de Co, y la tasa máxima fluctuante autorizada por la 
Superintendencia Financiera. 
 

Sobre las costas se resolverá en su debida oportunidad. 
  

Notifíquese a la parte demandada de conformidad con lo normado en el 
artículo 291 del C.G.P y siguientes, y/o con el Decreto 806 de 2020. Hágasele 
saber que cuenta con el término legal de cinco (5) días para que proceda 
a cancelar la obligación y diez (10) para proponer excepciones, ambos 
términos contados a partir del día siguiente de la notificación.  

 

Se reconoce a la Dra. DAYANA MARCELA RAMIREZ SAMPER, como 
apoderada judicial de la aquí ejecutante, en los términos y para los efectos 
del poder a ella conferido.  
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez (2) 
 

 

 
 

 
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



L.B 

RAD 2021-1367 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Con el fin de decretar la medida cautelar solicitada referentes al embargo 
de los dineros que posea el demandado en las cuentas bancarias 
enunciadas en su solicitud, la actora deberá dar cumplimiento a lo dispuesto 
en el inciso final del artículo 83 del Código General del Proceso, pues la 
denuncia de bienes deberá ser cierta y precisa. 
 
No obstante lo anterior, y de conformidad con lo establecido en el numeral 
4° del artículo 43 ibídem, para efectos de establecer las cuentas bancarias 
que eventualmente pueda tener la parte demandada, se estima pertinente 
oficiar a TransUnion Colombia (antes CIFIN), para que informe el nombre de 
las entidades bancarias donde el extremo pasivo registre cuentas corrientes 
o de ahorros a nivel nacional con sus respectivos números.  
 
Por secretaria líbrese oficio en tal sentido, el cual deberá ser tramitado por 
la parte actora.  
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez (2) 
 

 

 
 

 
 

 
 
 
 
L.B 
 

 

 

JUZGADO 65 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C., 
(Transitoriamente Juzgado 47 de Pequeñas Causas) 

Secretaría 
Notificación por Estado 

 

La providencia anterior se notificó por 
anotación en estado N° 030 fijado hoy                                                       
02/03/2022 a la hora de las 8:00 A.M. 
 

 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



RAD 2021-1379 
 
 
 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 

 
 

 

Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
 
Subsanada la demanda en debida forma y teniendo en cuenta que el título 
ejecutivo base del recaudo presta mérito ejecutivo por contener una 
obligación clara, expresa y actualmente exigible de pagar una suma 
determinada de dinero, de conformidad con lo preceptuado en los artículos 
422 y 430 del C. G. del P., el Despacho, 

 
RESUELVE:  
 
Librar MANDAMIENTO DE PAGO, por la vía ejecutiva de MÍNIMA CUANTÍA, a 
favor de EDIFICIO TORRE 117 -PROPIEDAD HORIZONTAL, y en contra de 
ALFONSO NAVARRO MERCADO, por las siguientes sumas de dinero: 
  
1. $115.000.oo m/cte., por concepto de cuota de administración, 
correspondiente al mes de junio de 2020.  
 
2. $4’645.200.oo m/cte., por concepto de cuotas de administración, 
correspondientes a los meses de julio a diciembre de 2020, a razón de 
$774.200.oo, cada una.  
  
3. $8’653.700.oo m/cte., por concepto de cuotas de administración, 
correspondientes a los meses de enero a noviembre de 2021, a razón de 
$786.700.oo, cada una.  

 
4. Por los intereses de mora causados desde que cada una de las cuotas se 
hizo exigible y hasta cuando se verifique su pago, liquidados conforme lo 
previsto en el artículo 884 del C. de Co, y la tasa máxima fluctuante autorizada 
por la Superintendencia Financiera. 
 
5. $2’344.866.oo m/cte., por concepto cuotas extraordinarias, 
correspondiente a los meses de septiembre a noviembre de 2021, a razón 
de $786.620.oo, cada una.  
 
6. Por las cuotas de administración que en lo sucesivo se llegaren a causar 
hasta cuando el pago total se verifique, junto con los intereses de mora (art. 
431 del C.G.P.). 
 
Sobre las costas se resolverá en su debida oportunidad. 
 

Notifíquese a la parte demandada de conformidad con lo normado en el 
artículo 291 del C.G.P y siguientes, y/o con el Decreto 806 de 2020. Hágasele 
saber que cuenta con el término legal de cinco (5) días para que proceda 
a cancelar la obligación y diez (10) para proponer excepciones, ambos 
términos contados a partir del día siguiente de la notificación.  

 



Se reconoce al Dr. BERNANDO PERDOMO RODRÍGUEZ, como apoderado 
judicial de la aquí ejecutante, en los términos y para los efectos del poder a 
él conferido.  

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez (2) 
 

 

 
 

 
 
 
 
 
 
L.B 
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 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



 

RAD 2021-1379 
 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Teniendo en cuenta que es procedente la solicitud de medidas cautelares 
realizada por la parte actora y de conformidad con el artículo 593 del 
Código General del Proceso, el Juzgado: 

 
DISPONE: 
 
Decretar el EMBARGO DE LOS REMANENTES Y/O DE LOS BIENES que por 
cualquier causa se llegaren a desembargar, que sean del demandado 
ALFONSO NAVARRO MERCADO, dentro del proceso ejecutivo hipotecario 
N° 2017-0379, que se adelanta en el Juzgado 4° de Ejecución Civil del 
Circuito de Bogotá. Ofíciese al citado despacho comunicando la medida 
aquí decretada. Limítese la medida en la suma de $30’000.000.oo m/cte. 
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez (2) 
 

 

 
 

 
 

 
 
 
 
L.B 
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 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 



Rad 2021-1401 
 

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Como quiera que el mandamiento de pago no se ha notificado a la parte 
demandada y tampoco se ha practicado o materializado medida cautelar 
alguna, el Despacho DISPONE: 
 
1. Autorizar el retiro simbólico de la demanda materia de este asunto, junto 
con sus anexos y sin necesidad de desglose, conforme lo solicita la parte 
actora y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 92 del Código 
General del Proceso. 
 
2. Como el título ejecutivo original se encuentra en poder y custodia de la 
parte actora, conforme ésta lo solicita archívese el expediente digital, 
 
3. Sin condena en costas y perjuicios, porque no se advierte su causación. 

 
NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ. 

Juez  
 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
L.B 
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RAD 2022-0023  

JUZGADO SESENTA Y CINCO CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

(ACUERDO 11127 DE 2018) 
    

 
 

 
Bogotá, D.C., primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
Por resultar procedente la solicitud de medidas cautelares solicitadas por el 
extremo demandante y de conformidad con el artículo 593 del Código 
General del Proceso, el Despacho,  
  

DISPONE:  
 
1. Decretar el EMBARGO del vehículo automotor identificado con placas 
BXI11C de propiedad del demandado HERMITH LENIN CORREA MOJICA. 
Ofíciese a la Secretaria de Movilidad de la zona respectiva comunicando la 
medida a fin de que se sirva tomar atenta nota de ella.  
 
Una vez obre en el expediente el certificado de tradición y libertad donde 
aparezca inscrito el embargo aquí decretado se resolverá sobre su 
retención. 
 

2. Decretar el EMBARGO y RETENCIÓN de los dineros que por cualquier 
concepto posea el demandado HERMITH LENIN CORREA MOJICA, en las 
siguientes cuentas bancarias:  
 

- Cuenta N° 262014474 del Banco Scotiabank Colpatria  
- Cuenta N° 045628703 de Nequi Bancolombia  
- Cuenta N° 116503905 de Banco de Bogotá 
- Cuenta N° 028816978 de Av Villas  
- Cuenta N° 690661183 de Bancolombia 

  
En consecuencia, líbrese oficio haciéndole saber a la entidad bancaria que 
debe estar atenta a cumplir los límites de inembargabilidad dados a 
conocer en las Circulares 74 y 75 de 2012 proferidas por la Superintendencia 
Financiera de Colombia. Limítese la medida a la suma de $7’000.000.oo. 
 

NOTIFÍQUESE, 

 
MIGUEL ÁNGEL TORRES SÁNCHEZ 

Juez  
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L.B 

 JUAN LEÓN MUÑOZ 
Secretario 


